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    Vo. Bo.

Sr. Ministro.

Ciudad de México. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación correspondiente al día siete de diciembre de dos mil veinte.
Cotejó
VISTOS, para resolver la acción de inconstitucionalidad y sus acumuladas identificadas al rubro; y 
RESULTANDO:

PRIMERO. Presentación de las demandas, autoridades (emisora y promulgadora) y normas impugnadas. Las acciones de inconstitucionalidad se presentaron de la siguiente manera:

	Fecha y forma de presentación:
	Promovente y Acción

	Dos de octubre de dos mil veinte. Buzón Judicial en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.
	Partido de la Revolución Democrática, por conducto de José de Jesús Zambrano Girjalva, quien se ostentó como Presidente del Comité Nacional del Partido.
Acción de inconstitucionalidad 269/2020.

	Dos de octubre de dos mil veinte. Sistema Electrónico de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
	Partido del Trabajo, por conducto de Alberto Anaya Gutiérrez, María Guadalupe Rodríguez Martínez, Alejandro González Yáñez, Pedro Vázquez González, Reginaldo Sandoval Flores, Óscar González Yáñez, Francisco Amadeo Espinosa Ramos, Ángel Benjamín Robles Montoya, Geovanna del Carmen Bañuelos de la Torre, María Mercedes Maciel Ortiz, Magdalena del Socorro Núñez Monreal, María del Consuelo Estrada Plata, Mary Carmen Bernal Martínez y Sonia Catalina Álvarez, ostentándose como integrantes de la Comisión Coordinadora Nacional del Partido. 

Acción de inconstitucionalidad 270/2020.

	Dos de octubre de dos mil veinte. Sistema Electrónico de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
	Partido Acción Nacional, por conducto de Marko Antonio Cortés Mendoza, ostentándose como Presidente del Comité Ejecutivo Nacional. 
Acción de inconstitucionalidad 271/2020.


Órganos legislativo y ejecutivo que emitieron y promulgaron las normas generales que se impugnan: Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Baja California.

Normas generales cuya invalidez se reclama. En las acciones de inconstitucionalidad se impugnaron disposiciones del “Decreto 102 mediante el cual se aprueban diversas reformas a la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California; la Ley Electoral del Estado de Baja California; la Ley de Partidos Políticos del Estado de Baja California; la Ley de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Baja California y a la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de Baja California”; y el “Decreto 108 mediante el cual se aprueba la reforma a los artículos 42 y 43 de la Ley de Partidos Políticos del Estado de Baja California”, publicados en el Periódico Oficial de la Entidad de dos de septiembre de dos mil veinte.
Las disposiciones que concretamente se reclaman, son las siguientes:
	Acción de Inconstitucionalidad
	Artículos impugnados

	269/2020

PRD
	15, fracción I y 16, tercer párrafo de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California.

43, fracción I, inciso a), párrafo segundo de la Ley de Partidos Políticos del Estado.



	270/2020

PT
	16, tercer párrafo de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California.

42 y 43, fracción I, inciso a), párrafo segundo de la Ley de Partidos Políticos del Estado.

21, segundo párrafo y 30, cuarto párrafo, de la Ley Electoral de la Entidad.



	271/2020

PAN
	15, fracción II, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California.




SEGUNDO. Artículos constitucionales que se estiman vulnerados. Los promoventes señalaron que las normas cuya invalidez demandan son violatorias de los artículos 1, 14, 16, 17, 35, 41, 73, fracción XXIX-U, 105, fracción II, inciso i), 115, 116, fracción II, 124 y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  
TERCERO. Conceptos de invalidez. Los partidos políticos expusieron los conceptos de invalidez que estimaron pertinentes, de cuyo contenido se dará cuenta en cada uno de los considerandos destinados a su estudio. 
CUARTO. Registro de los expedientes y turno de las demandas. Por acuerdos de cinco de octubre de dos mil veinte, el Ministro Presidente ordenó formar y registrar el expediente relativo a las acciones de inconstitucionalidad promovidas por los partidos políticos de la Revolución Democrática, del Trabajo y Acción Nacional, las cuales quedaron registradas respectivamente, con los números de expediente 269/2020, 270/2020 y 271/2020; asimismo, decretó la acumulación de éstos y ordenó su turno al Ministro Alberto Pérez Dayán para la tramitación del procedimiento y formulación del proyecto de resolución respectivo. 
QUINTO. Admisión de las demandas. El Ministro instructor dictó acuerdo de seis de octubre de dos mil veinte, en el que admitió a trámite las acciones de inconstitucionalidad indicadas, por lo que ordenó dar vista a los Poderes Ejecutivo y Legislativo del Estado de Baja California para que rindieran sus respectivos informes; así como requirió a este último para que al rendir su informe remitiera copia certificada de los antecedentes legislativos de los Decretos impugnados; y al Poder Ejecutivo para que exhibiera un ejemplar del Periódico Oficial de la Entidad que contenga esos Decretos; igualmente, dio vista al Fiscal General de la República para que antes del cierre de instrucción formulara el pedimento que le corresponde. 
Asimismo, requirió al Presidente del Instituto Nacional Electoral para que dentro del plazo de tres días naturales remitiera copia certificada de los Estatutos o Documentos Básicos vigentes de los Partidos de la Revolución Democrática, del Trabajo y Acción Nacional, así como de las certificaciones de sus registros vigentes y precisara quiénes son los actuales representantes e integrantes de sus órganos de dirección nacional; así como al Consejero Presidente del Instituto Estatal Electoral de Baja California para que informara la fecha en que dará inicio el próximo proceso electoral en la entidad; y solicitó al Presidente de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación para que, dentro del plazo de diez días naturales, ese órgano expresara su opinión. 
SEXTO. Auto que tiene por desahogado el requerimiento formulado al Instituto Nacional Electoral. Mediante proveído de dieciséis de octubre de dos mil veinte, el Ministro instructor tuvo por agregado el oficio y anexos del Director Jurídico del Instituto Nacional Electoral por medio del cual desahoga el requerimiento formulado y tuvo por exhibidas las copias certificadas de los documentos básicos vigentes de los partidos políticos nacionales actores, las certificaciones de sus registros vigentes y sus dirigencias. Dichas documentales se tienen a la vista para la resolución de este expediente. 

SÉPTIMO. Auto que tiene por presentada la opinión del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y desahogado el requerimiento formulado al Instituto Estatal Electoral de Baja California. Por acuerdo de veintiséis de octubre de dos mil veinte, el Ministro instructor tuvo por remitida la opinión de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación; así como tuvo por agregado el oficio y anexos del Secretario Ejecutivo del Instituto Estatal Electoral de Baja California, por el cual desahogó el requerimiento formulado e informó que el proceso electoral inicia el seis de diciembre de dos mil veinte. Dicha opinión y oficio se tienen a la vista para la resolución de este asunto. 

OCTAVO. Proveídos que tiene por rendido los informes requeridos a las autoridades demandadas. Por acuerdos de nueve y once de noviembre siguiente, el Ministro instructor tuvo por rendido los informes requeridos a los Poderes Ejecutivo y Legislativo del Estado de Baja California, así como exhibidas las documentales que adjuntaron, incluidas las copias certificadas de los antecedentes legislativos de los Decretos impugnados. Dichos informes se tienen a la vista para la resolución de este expediente. 
NOVENO. Pedimento de la Fiscalía General de la República. El Fiscal General de la República no formuló pedimento. 
DÉCIMO. Cierre de instrucción. Una vez cerrada la instrucción, se envió el expediente al Ministro instructor para la elaboración del proyecto de resolución correspondiente.  
CONSIDERANDO:

PRIMERO. Competencia. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver la presente acción de inconstitucionalidad y sus acumuladas, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 105, fracción II, inciso f), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 10 fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, toda vez que los promoventes de las acciones plantean la posible contradicción de artículos de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California; así como de las Leyes Electoral y de Partidos Políticos de esa Entidad Federativa, frente a la Constitución General de la República. 
SEGUNDO. Oportunidad en la presentación de las demandas. En primer lugar, se procede a analizar si las acciones de inconstitucionalidad acumuladas fueron presentadas oportunamente. 

El artículo 60 de la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone lo siguiente: 

“Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente.

En materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los días son hábiles”.

Conforme a este artículo, el plazo para la presentación de la acción será de treinta días naturales y el cómputo respectivo debe hacerse a partir del día siguiente al en que se publicó la norma que se impugna, considerándose, en materia electoral, todos los días como hábiles. 

El “Decreto 102 mediante el cual se aprueban diversas reformas a la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California; la Ley Electoral del Estado de Baja California; la Ley de Partidos Políticos del Estado de Baja California; la Ley de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Baja California y a la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de Baja California” y el “Decreto 108 mediante el cual se aprueba la reforma a los artículos 42 y 43 de la Ley de Partidos Políticos del Estado de Baja California” se publicaron en el Periódico Oficial de la Entidad el dos de septiembre de dos mil veinte, por consiguiente, el plazo de treinta días naturales para promover la acción de inconstitucionalidad corrió del tres de septiembre al dos de octubre de ese año. 
Ahora bien, el escrito que contiene la acción de inconstitucionalidad promovida por el Partido de la Revolución Democrática se presentó el dos de octubre de dos mil veinte, en el Buzón Judicial de la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación
, por lo que la demanda se promovió en forma oportuna, conforme a lo dispuesto por el artículo 60 de la ley de la materia. 

Lo mismo ocurre con el escrito correspondiente a la acción de inconstitucionalidad promovida por el Partido del Trabajo, ya que se presentó en el sistema electrónico de esta Suprema Corte el dos de octubre de dos mil veinte, mediante el uso de firma electrónica (e.firma/FIEL)
. 

Por lo que hace a la demanda promovida por el Partido de Acción Nacional, también se promovió en forma oportuna, ya que fue presentada en el sistema electrónico de esta Suprema Corte el dos de octubre de dos mil veinte, mediante el uso de firma electrónica (e.firma/FIEL)
. 

Cabe apuntar que las autoridades demandadas en los informes presentados argumentan que, en lo que respecta a algunas de las disposiciones reclamadas, la acción de inconstitucionalidad se promovió fuera del plazo legal, por lo que, afirman, se actualiza una causal de improcedencia. Empero, de este alegato se dará respuesta en el considerando cuarto de la ejecutoria. 
TERCERO. Legitimación de los promoventes. Acto continuo se procede a examinar la legitimación de quienes promovieron las demandas de acción de inconstitucionalidad. 
Los artículos 105, fracción II, inciso f), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 62, último párrafo, de su ley reglamentaria son del tenor siguiente: 
“Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes:

(…).

II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución.

Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, por:

(…).

f) Los partidos políticos con registro ante el Instituto Nacional Electoral, por conducto de sus dirigencias nacionales, en contra de leyes electorales federales o locales; y los partidos políticos con registro en una entidad federativa, a través de sus dirigencias, exclusivamente en contra de leyes electorales expedidas por la Legislatura de la entidad federativa que les otorgó el registro;

(…)”.

“Artículo 62. (…).

En los términos previstos por el inciso f) de la fracción II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se considerarán parte demandante en los procedimientos por acciones en contra de leyes electorales, además de las señaladas en la fracción I del artículo 10 de esta ley, a los partidos políticos con registro por conducto de sus dirigencias nacionales o estatales, según corresponda, a quienes les será aplicable, en lo conducente, lo dispuesto en los dos primeros párrafos del artículo 11 de este mismo ordenamiento”.

De acuerdo con el inciso f) de la fracción II del artículo 105 constitucional transcrito, cuando la acción de inconstitucionalidad se promueva por los partidos políticos, deben satisfacer los siguientes extremos:
a) Que el partido político cuente con registro ante la autoridad electoral correspondiente; 

b) Que el partido político promueva por conducto de sus dirigencias (nacional o local según sea el caso);

c) Que quien suscriba a nombre y en representación del partido político cuente con facultades para ello; y

d) Que las normas sean de naturaleza electoral. 

En ese contexto, se procede al análisis de los documentos y estatutos con base en los cuales los partidos políticos promoventes de las acciones acreditan su legitimación, a saber: 

La acción de inconstitucionalidad 269/2020 fue promovida por el Partido de la Revolución Democrática, instituto que se encuentra registrado como Partido Político Nacional, según certificación expedida por la Directora del Secretariado del Instituto Nacional Electoral, de catorce de octubre de dos mil veinte. 

La demanda fue suscrita por José de Jesús Zambrano Grijalva, Presidente del Comité Ejecutivo Nacional, quien lo acredita con la diversa certificación de catorce de octubre de dos mil veinte expedida por esa autoridad electoral. 
Por su parte, los artículos 38 y 39 del Estatuto del Partido de la Revolución Democrática
 prevén la integración de la Dirección Nacional Ejecutiva y las funciones de su Presidente.
Por lo que hace a la acción de inconstitucionalidad 270/2020, fue promovida por el Partido del Trabajo, instituto que se encuentra registrado como Partido Político Nacional, según certificación expedida por la Directora del Secretariado del Instituto Nacional Electoral, de catorce de octubre de dos mil veinte. 

De igual forma, la demanda fue suscrita por Alberto Anaya Gutiérrez, María Guadalupe Rodríguez Martínez, Alejandro González Yáñez, Pedro Vázquez González, Reginaldo Sandoval Flores, Óscar González Yáñez, Francisco Amadeo Espinosa Ramos, Ángel Benjamín Robles Montoya, Geovanna del Carmen Bañuelos de la Torre, Ma. Mercedes Maciel Ortiz, Magdalena del Socorro Núñez Monreal, María del Consuelo Estrada Plata, Mary Carmen Bernal Martínez y Sonia Catalina Álvarez
, integrantes de la Comisión Coordinadora Nacional, quienes acreditan ese carácter con la diversa certificación de la misma fecha expedida por esa autoridad electoral. 
Por su parte, de los artículos 43 y 44, inciso c), de los Estatutos del Partido del Trabajo
 se desprende que son atribuciones y facultades de la Comisión Coordinadora Nacional, entre otras, interponer en términos de la fracción II del artículo 105 constitucional, las acciones de inconstitucionalidad en materia electoral que estime pertinentes.
Respecto de la acción de inconstitucionalidad 271/2020, fue promovida por el Partido Acción Nacional, instituto que se encuentra registrado como Partido Político Nacional, según certificación expedida por la Directora del Secretariado del Instituto Nacional Electoral, de catorce de octubre de dos mil veinte. 

La demanda fue suscrita por Marko Antonio Cortés Mendoza, Presidente del Comité Ejecutivo Nacional, quien lo acredita con la diversa certificación de la misma fecha expedida por esa autoridad electoral. 

Por su parte, el artículo 57, inciso a) en relación con el diverso 53, inciso a), de los Estatutos Generales del Partido Acción Nacional
, prevé que el Presidente del Comité Ejecutivo Nacional tiene la atribución de representar legalmente al instituto político.
En consecuencia, las acciones de inconstitucionalidad fueron hechas valer por partes legitimadas para ello, toda vez que se trata de partidos políticos nacionales con registro acreditado ante la autoridad electoral correspondiente; fueron suscritas por quienes cuentan con facultades para tal efecto, en términos de los estatutos que les rigen; y las disposiciones combatidas son de naturaleza electoral. 

CUARTO. Causales de improcedencia. Las cuestiones relativas a la procedencia de la acción de inconstitucionalidad son de estudio preferente. Así, las autoridades demandadas plantearon lo siguiente:
a) Se actualiza la causal de improcedencia prevista en los artículos 19, fracción VIII, relacionado con el 60 de la Ley Reglamentaria, en virtud de que la impugnación en contra de los artículos 15 de la Constitución del Estado, y 22, 27, 27 Bis, 46, 136, 144, 145 y 190 de la Ley Electoral para el Estado de Baja California, se hizo valer de manera extemporánea, es decir, las reformas correspondientes fueron publicadas el veinticuatro de julio de dos mil veinte mediante el Decreto número 85 y, a pesar de esto, las demandas se promovieron setenta días después de esa publicación. No es impedimento a esta conclusión la publicación del Decreto 102, el dos de septiembre de dos mil veinte, porque ese acto legislativo no incide en forma alguna con lo reformado en el Decreto 85, de ahí la presentación fuera del plazo.
Esa causal de improcedencia sólo se actualiza respecto del artículo 15, fracción I de la Constitución del Estado de Baja California y por lo que hace al Partido de la Revolución Democrática; y no por lo que toca a los diversos 22, 27, 27 Bis, 46, 136, 144, 145 y 190 de la Ley Electoral para el Estado de Baja California, ya que esas disposiciones no son objeto de impugnación en las acciones de inconstitucionalidad.

En el Periódico Oficial del Estado de Baja California de veinticuatro de julio de dos mil veinte se publicó el “Decreto 85 mediante el cual se aprueba la reforma al artículo 15 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California, asimismo se aprueba la reforma a los artículos 22, 27, 46, 136, 144, 145 y 190 y la adición del artículo 27 Bis, todos de la Ley Electoral del Estado de Baja California”.
Posteriormente, el dos de septiembre de dos mil veinte, en ese medio de difusión se publicó el “Decreto 102 mediante el cual se aprueban diversas reformas a la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California; la Ley Electoral del Estado de Baja California; la Ley de Partidos Políticos del Estado de Baja California; la Ley de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Baja California y a la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de Baja California”.
De esos documentos, importa el contenido del artículo 15, fracción I, de la Constitución local del Decreto 102, que es la disposición que combatió el Partido de la Revolución Democrática en su primer concepto de invalidez. Para determinar si en la redacción entre ese Decreto y el diverso 85 existe alguna modificación, conviene leerlos de manera conjunta en el siguiente cuadro:

	Decreto 85
	Decreto 102

	ARTÍCULO 15.- La asignación de diputaciones por el principio de representación proporcional que le correspondan a cada partido político, se hará por el Instituto Estatal Electoral de acuerdo con el procedimiento que se establezca en la Ley, y atendiendo lo siguiente:

I.- Para que los partidos políticos tengan este derecho deberán:

a) Participar con candidaturas a diputaciones por el principio de mayoría relativa en por lo menos el cincuenta por ciento de los distritos electorales, y

b) Haber obtenido por lo menos el tres por ciento de la votación válida emitida en la elección de diputaciones por el principio de representación proporcional.

c) Derogado.
(…).
	ARTÍCULO 15.- La asignación de diputaciones por el principio de representación proporcional que le correspondan a cada partido político, se hará por el Instituto Estatal Electoral de acuerdo con el procedimiento que se establezca en la Ley, y atendiendo lo siguiente:

I.- (…)

a) Participar con candidaturas a diputaciones por el principio de mayoría relativa en por lo menos el cincuenta por ciento de los distritos electorales, y

b) Haber obtenido por lo menos el tres por ciento de la votación válida emitida en la elección de diputaciones por el principio de representación proporcional.

c) Derogado.
(…).


Por otra parte, los artículos 19, fracción VIII, y 60 de la Ley Reglamentaria
 establecen, respectivamente, que las controversias constitucionales son improcedentes en los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición del propio ordenamiento; y que el plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial, así como que en materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los días son hábiles.
Cabe recordar que en términos del artículo 59 del mismo ordenamiento
, en las acciones de inconstitucionalidad se aplicarán en lo conducente las disposiciones de su Título II.
También es necesario tener presente que en la demanda del Partido de la Revolución Democrática se argumentó que es inconstitucional la reforma por la que se derogó el inciso c) de la fracción I del artículo 15 de la Constitución del Estado de Baja California, pues con ello se afectan los principios de certeza, legalidad, objetividad y progresividad en la etapa de designación de candidaturas para diputados, y esto porque desaparecieron las listas con base en las cuales se llevaba a cabo esa selección; el inciso en cuestión establecía lo siguiente:
“c) Haber obtenido el registro de la lista de cuatro candidatos a Diputados por el principio de representación proporcional. Corresponde a cada partido político o coalición, en su caso, determinar si la primera asignación que le corresponda por este principio será con base en la lista registrada o por porcentaje de votación válida, especificándolo en el periodo de registro de la lista de candidatos o en su caso, en el convenio de coalición, ante el Instituto Estatal Electoral.”.

Asimismo, que la derogación de ese inciso distorsiona el sistema de representación proporcional, ya que privilegia al partido que obtuvo el porcentaje más alto de la votación efectiva; dando facultades al Instituto Electoral local de designar las diputaciones de cada partido político, con lo que, además, se transgrede el artículo 54 de la Constitución General de la República, por desaparecer el derecho del partido político de elaborar las listas de sus candidatos para representación proporcional; lo que también provoca violación al artículo 116, fracción IV, inciso f), de la propia Constitución porque es una forma de entrometerse en la vida interna de los partidos. 

De acuerdo con lo expresado en los párrafos que anteceden, se concluye que la impugnación de la derogación del inciso c) de la fracción I del artículo 15 de la Constitución del Estado de Baja California, hecha valer por el Partido de la Revolución Democrática, es extemporánea, ya que esa derogación se introdujo desde el Decreto 85 publicado el veinticuatro de julio de dos mil veinte.
Lo anterior es así, pues, comparando la redacción del artículo 15, fracción I, de la Constitución local en los Decretos 85 y 102, se acredita que el texto es idéntico, es decir, en el Decreto impugnado de dos de septiembre de dos mil veinte no se introdujo cambio alguno a los términos de ese segmento de la disposición publicada en el Decreto de veinticuatro de julio de dos mil veinte; en otras palabras, no existió ninguna modificación sustantiva a ese supuesto normativo, lo que implica que la afectación que supuestamente causa la disposición, ocurrió a partir del día siguiente en que se publicó en el Periódico Oficial el Decreto 85.
Ahora, para determinar el plazo de treinta días a que se refiere el artículo 60 de la Ley Reglamentaria, se debe recordar que en atención a las circunstancias extraordinarias por la pandemia provocada por el virus SARS-CoV2-COVID-19, el Tribunal Pleno aprobó los Acuerdos Generales 3/2020, 6/2020, 7/2020, 10/2020, 12/2020 y 13/2020, a través de los cuales se declararon inhábiles para la Suprema Corte los días comprendidos entre el dieciocho de marzo al quince de julio de dos mil veinte; cancelándose el periodo de receso y prorrogándose la suspensión de plazos entre el dieciséis de julio al dos de agosto de dos mil veinte. 

En particular, en los Acuerdos 10/2020 y 12/2020, en sus artículos primero, segundo, numerales 2 y 3, y tercero, se prorrogó la suspensión de plazos del primero de junio al treinta de junio y del primero de julio al quince de julio; permitiéndose promover electrónicamente los escritos iniciales de los asuntos competencia de esta Suprema Corte y ordenando proseguir electrónicamente el trámite de las acciones de inconstitucionalidad en las que se hubieren impugnado normas electorales. Sin que en ninguno de estos acuerdos se excepcionara de estas declaratorias como días inhábiles el plazo impugnativo que corresponde al ejercicio inicial de una acción de inconstitucionalidad en materia electoral. Más bien, se permitió habilitar días y horas, pero sólo para acordar los escritos iniciales de las acciones que hubieren sido promovidas. 

Decisiones plenarias que se complementaron con el Acuerdo General 8/2020, también emitido por el Pleno de esta Suprema Corte, mediante el cual se establecieron las reglas para la integración de los expedientes impreso y electrónico en controversias constitucionales y en acciones de inconstitucionalidad; en concreto, se reguló el uso de la firma electrónica u otros medios para la promoción y consulta de los expedientes de acciones de inconstitucionalidad.

Bajo ese contexto normativo, se tiene que el plazo de treinta días naturales para promover la acción de inconstitucionalidad corrió del tres de agosto al uno de septiembre de dos mil veinte, respecto del Decreto 85 publicado el veinticuatro de julio de dos mil veinte en el Periódico Oficial del Estado de Baja California y que contiene la hipótesis normativa combatida en este medio de control constitucional. 
Por tanto, si la demanda del Partido de la Revolución Democrática se promovió el dos de octubre de dos mil veinte, en el Buzón Judicial de la Oficina de Certificación y Correspondencia de esta Suprema Corte, es evidente que ello se llevó a cabo fuera del plazo previsto en el artículo 60 de la Ley Reglamentaria. 
Prueba de que no se está ante un cambio en el sentido normativo de la fracción I del artículo 15 de la Constitución local es lo expresado en el Dictamen 50 de quince de julio de dos mil veinte, que culminó con el Decreto 102 publicado el dos de septiembre de dos mil veinte, ya que ahí la Comisión de Gobernación, Legislación y Puntos Constitucionales reconoce que aprobó recientemente el diverso Dictamen 46 por el cual se modificó el artículo 15 de la Constitución local, que al momento de elaborar el Dictamen mencionado en primer término, se encontraba en los Ayuntamientos para su valoración, por lo que para fines prácticos su contenido sería tomado en cuenta al momento de integrar el resolutivo del propio Dictamen, para no generar una derogación tácita o involuntaria, lo que se expresó en los siguientes términos:
“(…).

Recientemente el Pleno de esta XXIII Legislatura, aprobó el Dictamen 46 de la Comisión de Gobernación, Legislación y Puntos Constitucionales, el cual modificó el artículo 15 de la Constitución Local. Actualmente se encuentra en los Ayuntamientos para su valoración conforme al procedimiento establecido en el artículo 112 de nuestra Carta Local, en tal virtud, al ser una modificación previamente aprobada por el Pleno de esta Legislatura y sujeta a un procedimiento constitucional en curso, para fines prácticos del presente Dictamen será tomado en cuenta su contenido al momento de integrar el resolutivo de este Dictamen, lo anterior para no generar una derogación tácita o involuntaria
(…)”. 

De acuerdo con lo anterior, se confirma que la hipótesis normativa del artículo 15, fracción I, de la Constitución de Baja California, plasmada en el Decreto 102 impugnado por el Partido de la Revolución Democrática, no implicó un cambio en el sentido normativo que quedó plasmado en el Decreto 85 de veinticuatro de julio de dos mil veinte; de ahí la presentación extemporánea de la impugnación de esa disposición. 
Consecuentemente, ha lugar a sobreseer en la acción de inconstitucionalidad promovida por el Partido de la Revolución Democrática en contra de la fracción I del artículo 15 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California.
Esa causal de improcedencia también se aduce respecto del artículo 16 de la Constitución de Baja California, combatido por los Partidos de la Revolución Democrática y del Trabajo, empero, por lo que hace a éste, no se actualiza la causal de improcedencia en cuestión.
En efecto, este Tribunal Pleno al resolver la acción de inconstitucionalidad 146/2020 y sus acumuladas 149/2020, 151/2020 y 162/2020
, determinó, por lo que hace a esa disposición, que debía sobreseerse en los medios de control constitucional porque se actualizó un cambio normativo. 
En esos expedientes los promoventes combatieron el Decreto número 74 por el cual se reformaron los artículos 16, 78 y 80 de la Constitución del Estado de Baja California publicado el dieciséis de junio de dos mil veinte; y, previo al examen de la constitucionalidad de las normas impugnadas, en el considerando de causas de improcedencia se informó de la emisión del Decreto 102 publicado el dos de septiembre de dos mil veinte, que incluyó entre otros, una reforma a las disposiciones arriba indicadas, lo que fue objeto de análisis para concluir, por lo que hace al artículo 16 que ahora nos ocupa, que en el Decreto 102 se cambió el término “Diputado” por “una diputación” en la misma porción impugnada; y se incorporó que “en los métodos de selección de candidaturas deberán respetar el principio de paridad de género en su aspecto cualitativo y cuantitativo”, en una porción distinta.

Asimismo, se razonó que esa modificación y otras tuvieron el objetivo de insertar un lenguaje neutral de género e incorporar el principio de paridad, aspiración impuesta por el Poder Constituyente al reformar la Constitución Federal el seis de junio de dos mil diecinueve y también por el Congreso de la Unión al reformar el trece de abril de dos mil veinte la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, por lo que, si bien con dicha reforma no se alteró el contenido material de la porción impugnada objeto de la litis
, ello sí tiene un efecto en el sistema normativo electoral aplicable, de ahí que pueda considerarse que se actualiza un cambio normativo respecto del cual procede el sobreseimiento.

La conclusión que antecede demuestra que el Decreto 102, al incluir en los preceptos reformados un cambio normativo, permite la impugnación del artículo 16 de la Constitución del Estado de Baja California a partir de la publicación de dicho Decreto, es decir, del dos de septiembre de dos mil veinte, con independencia de que no se haya alterado el contenido material de la porción combatida de esa disposición. 
En consecuencia, no ha lugar a sobreseer por lo que hace al artículo 16 de la Constitución Política del Estado de Baja California, que combaten los partidos políticos de la Revolución Democrática y del Trabajo.
b) Las autoridades demandadas también expresan que ha lugar a declarar improcedente el medio de control constitucional promovido por el Partido Acción Nacional en contra del artículo 15, fracción II, de la Constitución del Estado de Baja California, esto es, porque impugnó esa disposición, pero reformada en el Decreto 85 publicado en el Periódico Oficial de la Entidad el veinticuatro de julio de dos mil veinte, es decir, en las acciones de inconstitucionalidad 237/2020 y 272/2020, acumuladas a su vez a la 236/2020, por lo que se actualiza el supuesto de improcedencia previsto en el artículo 19, fracción III
 en relación con los diversos 59
 y 65 de la Ley Reglamentaria
. 
Lo que las autoridades plantean con su argumento es la improcedencia de la acción de inconstitucionalidad por razones de litispendencia.

Sin embargo, en realidad se actualiza la causal de improcedencia contenida en la fracción IV del artículo 19 de la Ley Reglamentaria porque se está ante una norma general que ya fue materia de una ejecutoria en las acciones de inconstitucionalidad 236/2020 y sus acumuladas 237/2020 y 272/2020
.
La fracción IV del artículo 19 de la Ley Reglamentaria prevé que el medio de control constitucional es improcedente: “Contra normas generales o actos que hubieren sido materia de una ejecutoria dictada en otra controversia, o contra las resoluciones dictadas con motivo de su ejecución, siempre que exista identidad de partes, normas generales o actos y conceptos de invalidez, en los casos a que se refiere el artículo 105, fracción I, último párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos…”. 
De igual forma, el artículo 65, segundo párrafo, de la ley de la materia ordena que la causal prevista en la fracción IV sólo podrá aplicarse en acción de inconstitucionalidad cuando los supuestos contemplados en éstas se presenten respecto de otra acción de inconstitucionalidad, es decir, que se trata de la misma norma general, exista identidad de partes y de conceptos de invalidez. 
Sobre el particular, en las acciones de inconstitucionalidad 236/2020 y sus acumuladas 237/2020 y 272/2020 (las dos últimas promovidas por el Partido Acción Nacional) se impugnó, como se anunció, el Decreto 85 que reformó, entre otros, el artículo 15, fracción II, de la Constitución del Estado de Baja California; concretamente, se reclamó esa disposición bajo tres argumentos torales: 
a) Porque el Congreso local legisló en materia de coaliciones, cuando la reglamentación de esta figura es exclusiva del Congreso de la Unión en términos de los artículos 73, fracción XXIX-U, y segundo transitorio del Decreto de reforma a la Constitución Federal de diez de febrero de dos mil catorce; 
b) Porque se eliminaron las diputaciones de lista, precisando que, tratándose de coaliciones, la asignación de diputaciones a partidos políticos se determinará con base en el convenio de coalición sólo a las candidaturas que tengan mayor porcentaje de votación válida distrital y que no hayan obtenido constancia de mayoría, con lo que se impone una carga a los partidos políticos más allá de lo que ordena la Constitución Federal y la Ley General de Partidos Políticos; y,

c) Se viola el principio de autodeterminación y autoorganización de los partidos políticos por la eliminación de las diputaciones de lista a que tenían derecho esos institutos políticos, sin existir una razonabilidad al respecto y, por tanto, la reforma no resiste un test de proporcionalidad.
Esos argumentos fueron declarados infundados en la ejecutoria que resolvió las acciones de inconstitucionalidad 236/2020 y sus acumuladas, pues, por lo que hace al primero de ellos, se aclaró que la disposición no está regulando ningún aspecto propio de la competencia de la autoridad federal, es decir, no es una disposición que module el sistema de coaliciones o fije requisitos para éstas, sino que regula el procedimiento para la asignación de diputaciones por el principio de representación proporcional; es, entonces, una norma funcional o meramente instrumental para la asignación por ese principio. Respecto al resto de argumentos, se decidió que el hecho que la Constitución local haya eliminado la lista de diputados para la elección en el sistema de representación proporcional y determine que la asignación de las diputaciones por ese sistema corresponderá solo a las candidaturas con base en su porcentaje de votación, no vulnera el principio de autodeterminación y autoorganización de los partidos políticos, sino que dicha regla se establece en uso de la libertad de configuración del Estado para regular el sistema de representación proporcional, en específico, la forma para asignar las diputaciones; además de que el principio de progresividad no es un parámetro válido para analizar problemas jurídicos como el planteado.
Ahora, en el expediente que nos ocupa, el Partido Acción Nacional promovió la acción en contra del Decreto 102 por el que se reformó la Constitución del Estado de Baja California, concretamente, contra el artículo 15, fracción II, de ese ordenamiento, según se acredita de la lectura integral de la demanda y, desde luego, de los conceptos de invalidez, en donde expuso lo siguiente:
1. Esa disposición viola el principio de autodeterminación de los partidos políticos a la luz del mandato de no regresividad como parte del principio de progresividad, ya que los artículos 41, Base I, y 116, fracción IV, inciso f), de la Constitución Federal señalan que las autoridades electorales solamente podrán intervenir en los asuntos internos de los partidos políticos en los términos que establezca la Constitución y la ley, sin embargo, la norma reclamada viola esa disposición, es decir, el artículo 15, fracción II, de la Constitución del Estado de Baja California desconoce la autodeterminación de los partidos políticos; peor aún, no se advierte una justificación reforzada de los antecedentes legislativos de la medida efectuada, por el contrario, con las constancias que integran el procedimiento legislativo sólo existen manifestaciones genéricas sobre la facultad de configuración legislativa, de ahí la inconstitucionalidad de la eliminación de la existencia de diputaciones de lista a la luz del mandato de no regresividad que deriva del artículo 1 constitucional, porque en el marco normativo electoral local ya se encontraban instituidas aquéllas, sin la exposición de consideraciones objetivas y razonables.
El esquema combatido genera un trato desigual e inequitativo para los institutos políticos que no vayan coaligados, respecto a aquellos que sí establezcan una coalición y registren candidaturas, es decir, estas últimas sí estarán en posibilidad de presentar su lista; pero, con la derogación de la figura de diputaciones de lista, los partidos políticos que no vayan coaligados no podrán presentar lista de candidaturas a diputaciones, ni tendrán derecho a la asignación de éstas mediante ese esquema, a pesar de que cumplan con las exigencias previstas en el artículo 15, fracción I, de la Constitución local.
2. El Decreto 102, concretamente, la reforma al artículo 15, fracción II, de la Constitución local es inconstitucional porque incide en el régimen de coaliciones cuya regulación corresponde sólo al Congreso de la Unión, esto por eliminar las diputaciones de lista de los partidos políticos, con lo que se introdujo un aspecto relacionado precisamente con coaliciones, en cuanto prevé la norma reclamada, que en el convenio de coalición debe disponerse la forma en que se realizará la primera asignación de diputados por el principio de representación proporcional tratándose de partidos políticos que compitan en forma coaligada.
En este sentido, expresa que la Suprema Corte en la acción de inconstitucionalidad 23/2014 y sus acumuladas determinó que el régimen de coaliciones, por disposición constitucional, debe ser regulado por el Congreso de la Unión en la Ley General de Partidos Políticos, según la reforma publicada el diez de febrero de dos mil catorce y, por ende, en términos del artículo segundo transitorio del Decreto respectivo y del diverso 73, fracción XXIX-U, de la propia Constitución, que ordena legislar un sistema uniforme de coaliciones para los procedimientos electorales federales y locales, de ahí que las entidades federativas no tienen atribuciones para legislar esa figura, ni siquiera incorporando o reproduciendo en su legislación disposiciones previstas en las leyes generales.
Subraya que el Poder Reformador dispuso una reserva de fuente constitucional tratándose de la figura de coaliciones y aspectos relacionados o que incidan con éstas, como sucede con lo dispuesto en el artículo 15, fracción II, de la Constitución local reclamada, ya que prevé que, en el caso de coaliciones, la primera asignación a cada partido político deba determinarse, además, con base en el convenio de coalición registrado, esto es, se establece que deba disponerse en el convenio de coalición la forma en que deberá realizarse la primera asignación de diputados por el principio de representación proporcional, tratándose de partidos políticos que vayan coaligados.
3. También argumenta que el precepto reclamado impone una carga a los partidos políticos que va más allá de lo previsto en la Constitución Federal y en la Ley General de Partidos Políticos, pues aquellos que decidan participar en coalición no podrán registrar listas propias de candidatos a diputados por el principio de representación proporcional, sin embargo, la primera asignación de escaños deberá determinarse con base en el convenio de coalición registrado. Aún más, para cumplir con los principios de uniformidad de las coaliciones y de no transferencia de votos, el diverso 91 de la Ley General establece los requisitos indispensables que deben contener los convenios de coalición, específicamente, el inciso e) del numeral 1 indica que debe realizarse el señalamiento, de ser el caso, del partido político al que pertenece originalmente cada uno de los candidatos registrados por la coalición y el señalamiento del grupo parlamentario o partido político en el que quedarían comprendidos en el supuesto de resultar electos.

Lo antedicho demuestra la actualización de la causal de improcedencia prevista en el artículo 19, fracción IV de la Ley Reglamentaria, es decir, en la ejecutoria que recayó a las acciones 236/2020 y sus acumuladas, ya fue objeto de examen constitucional el artículo 15, fracción II, de la Constitución del Estado de Baja California; y entre ese expediente y el actual existe identidad en lo siguiente:
· Se promovió en contra de la misma disposición, es decir, el artículo 15, fracción II de la Constitución de Baja California;
· Existe identidad de partes, ya que fueron promovidas por el Partido Acción Nacional en contra de los Poderes Ejecutivo y Legislativo del Estado de Baja California; y,
· Los conceptos de invalidez son coincidentes.
Máxime que en la ejecutoria de la acción 236/2020 y sus acumuladas, concretamente, en el apartado de causas de improcedencia, se aclaró que no debía sobreseerse en esos expedientes respecto del artículo 15, fracción II, de la Constitución reclamada, porque, si bien tuvo una nueva reforma, también es cierto que no implicó un cambio en su sentido normativo. Esto se explicó en los siguientes términos:
“(…).

112. Sin embargo, cabe aclarar que en la presente acción, uno de los preceptos impugnados es el artículo 15, fracción II, de la Constitución Política del Estado de Baja California, mismo que tuvo una nueva reforma; sin que dicha circunstancia dé lugar al sobreseimiento, dado que la reforma no implicó un cambio en el sentido normativo del precepto impugnado. La reforma, en la fracción II impugnada, solo cambió signos de puntuación: un punto y seguido por un punto y coma, y eliminó una coma, tal como se puede observar en el cuadro comparativo siguiente:

	Texto del artículo impugnado

Decreto 85. De 24 de julio de 2020
	Texto del artículo reformado

Decreto 102. 

De 2 de septiembre de 2020.

	ARTICULO 15.- […]

II.- El Instituto Estatal Electoral una vez verificados los requisitos de la fracción anterior, asignará una diputación a cada partido político que tenga derecho a ello. Las asignaciones corresponderán solo a las candidaturas que tengan mayor porcentaje de votación válida en el distrito y que no hayan obtenido constancia de mayoría. En el caso de coaliciones, la primera asignación a cada partido político deberá determinarse, además, con base en el convenio de coalición registrado.

En caso de que el número de partidos políticos sea mayor que el de diputaciones por asignar, éstas se otorgarán a los que tengan mayor porcentaje en orden descendente hasta agotarse; […]
	ARTICULO 15.- […]

II.- El Instituto Estatal Electoral una vez verificados los requisitos de la fracción anterior, asignará una diputación a cada partido político que tenga derecho a ello. Las asignaciones corresponderán solo a las candidaturas que tengan mayor porcentaje de votación válida en el distrito y que no hayan obtenido constancia de mayoría; En el caso de coaliciones, la primera asignación a cada partido político deberá determinarse además, con base en el convenio de coalición registrado.

En caso de que el número de partidos políticos sea mayor que el de diputaciones por asignar, éstas se otorgarán a los que tengan mayor porcentaje en orden descendente hasta agotarse; […]


Por tanto, la cuestión de constitucionalidad del expediente que nos ocupa ya fue materia de estudio en la ejecutoria que recayó a las acciones de inconstitucionalidad 236/2020 y sus acumuladas 237/2020 y 272/2020, por lo que ha lugar a declarar improcedente la acción de inconstitucionalidad 271/2020 promovida por el Partido Acción Nacional, en contra del artículo 15, fracción II, de la Constitución del Estado de Baja California. 
De acuerdo con lo expuesto, y con fundamento en el artículo 20, fracción II, de la ley reglamentaria, se sobresee en las acciones de inconstitucionalidad promovidas por los partidos políticos de la Revolución Democrática y Acción Nacional respecto del artículo 15, fracciones I y II, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California, por actualizarse las causales de improcedencia contenidas en las fracciones IV y VIII del artículo 19 de la ley reglamentaria referida.
Al no existir otra causa de improcedencia o motivo de sobreseimiento aducido por las partes o que esta Suprema Corte advierta oficiosamente, se procede al estudio de los conceptos de invalidez. 
QUINTO. Precisión de la litis. Como resultado del sobreseimiento decretado en el considerando que antecede y de la lectura a las demandas, a continuación, se introduce un cuadro que identifica los problemas denunciados como inconstitucionales, las disposiciones impugnadas, así como la acción y el partido promovente. 
	Temas
	Normas impugnadas
	Acción y partido promovente



	Tema 1. Financiamiento público a partidos políticos nacionales.
Considerando sexto.


	Artículos 42 y 43, fracción I, inciso a), párrafo segundo, de la Ley de Partidos Políticos del Estado de Baja California.
	Partido de la Revolución Democrática.

Partido del Trabajo.

Acciones de inconstitucionalidad 269/2020 y 270/2020.



	Tema 2. Derecho de reelección.
Considerando séptimo.


	Artículos 16, tercer párrafo de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California; 21, segundo párrafo y 30, cuarto párrafo de la Ley Electoral del Estado de Baja California.


	Partido de la Revolución Democrática.

Partido del Trabajo. 

Acciones de inconstitucionalidad 269/2020 y 270/2020.




SEXTO. Tema 1. Financiamiento público a partidos políticos nacionales.
a) Los partidos políticos de la Revolución Democrática y del Trabajo argumentan que es inconstitucional el artículo 43, fracción I, inciso a), segundo párrafo, de la Ley de Partidos Políticos del Estado de Baja California porque desconoce las reglas contenidas en los diversos 41, fracción II, inciso a), 73, fracción XXIX-U, y 116, fracción IV, inciso g), de la Constitución General de la República, así como 50 y 51 de la Ley General de Partidos Políticos.

Lo anterior es así porque el precepto reclamado prevé que el financiamiento para el sostenimiento de las actividades ordinarias permanentes de los partidos políticos se fijará anualmente multiplicando el número total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral por el treinta por ciento (30%) del valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, en lugar del sesenta y cinco por ciento (65%) que prevén los ordenamientos transgredidos, esto es, reduce ese financiamiento en más de un cincuenta por ciento (50%), disminución que demuestra el desconocimiento de la finalidad constitucional de los partidos políticos y de que la fórmula para determinar el financiamiento para el sostenimiento de actividades ordinarias y permanentes se encuentra delimitada en la Constitución Federal y en la Ley General, por lo que no puede ser desatendida por las entidades federativas.

Insiste en que una mera comparación entre lo previsto en el artículo 41, fracción II, inciso a), de la Constitución Federal y el precepto reclamado demuestra la violación planteada, porque el Congreso del Estado de Baja California determinó indebidamente un porcentaje para cuantificar el financiamiento de partidos políticos tanto nacionales como locales, totalmente diferente al texto constitucional. Máxime que la Ley General en su artículo 51 prevé expresamente el mecanismo de cuantificación, especificando que, si las entidades federativas otorgan financiamiento local para los partidos políticos nacionales que participan en elecciones locales, las respectivas leyes no podrán fijar limitaciones, ni reducir el financiamiento que reciban de sus dirigencias nacionales.

Otra razón que demuestra la inconstitucionalidad del precepto consiste en que la Legislatura local invadió las facultades del Congreso de la Unión, transgrediendo entonces, lo dispuesto en la fracción XXIX-U del artículo 73 constitucional, en relación con el segundo transitorio de la reforma constitucional de diez de febrero de dos mil catorce, esto porque el diseño de la fórmula que los institutos electorales deben emplear para calcular el financiamiento público de partidos políticos nacionales y locales es competencia de la autoridad legislativa federal, lo que ya realizó en la Ley General de Partidos Políticos.

Lo planteado también provoca que se viole el numeral 116, párrafo segundo, fracción IV, inciso g), de la Constitución Federal, ya que, si bien en materia de financiamiento público existe un margen de libertad de configuración para los Estados, también es cierto que no se trata de una libertad irrestricta porque no puede desconocerse lo que ordena la Constitución Federal y la Ley General de Partidos Políticos.

Al respecto, se deben tomar como referencia las acciones de inconstitucionalidad 100/2018 y sus acumuladas 102/2018, 103/2018 y 104/2018; y las diversas 165/2020 y sus acumuladas 166/2020 y 234/2020.

Expresa el Partido Político que, a pesar de que el Congreso de Baja California justificó la reforma reclamada aduciendo circunstancias económicas y sociales imperantes en el Estado, no es posible disminuir más de un cincuenta por ciento (50%) el financiamiento ordinario de los partidos políticos nacionales, cambiando el factor para calcular el financiamiento de sesenta y cinco por ciento (65%) de la Unidad de Medida y Actualización (como se establecía antes de la reforma) al treinta por ciento (30%); y esto porque, si bien las entidades federativas tienen libertad configurativa en el tema de financiamiento, ello debe hacerse observando la Constitución Federal y los artículos 50 y 51 de la Ley General de Partidos Políticos, que prevé un sesenta y cinco por ciento (65%) del salario mínimo diario vigente aplicable y que según la reforma constitucional de veintisiete de enero de dos mil dieciséis, debe entenderse como Unidad de Medida y Actualización.

b) El Partido del Trabajo abunda en que los artículos 42 y 43 de la Ley de Partidos Políticos del Estado de Baja California violan los diversos 16 y 41 constitucionales, 51 de la Ley General de Partidos Políticos, y las acciones de inconstitucionalidad 100/2018 y sus acumuladas, porque indebidamente prevén una disminución en el porcentaje del financiamiento para el sostenimiento de actividades ordinarias permanentes para los partidos políticos nacionales, al ordenar que se calcularán multiplicando el número total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral local por el treinta por ciento (30%) del valor diario de la Unidad de Medida y Actualización vigente.

Asimismo, aduce que el precepto reclamado afecta los principios del buen gasto público bajo un argumento de austeridad y ante la pandemia del COVID-19, con lo que se viola el artículo 134 constitucional; y que el recorte presupuestal que implica la reforma a los artículos 42 y 43 de la Ley de Partidos Políticos del Estado de Baja California no cumple con la legalidad porque carece de fundamentación, aunado a que el cambio legislativo no garantiza el destino de los recursos que se suprimieron a los partidos políticos, es decir, la reforma provoca un amplio espacio de discreción para el Gobernador, quien podrá disponer de éstos, por lo que no generará un gasto eficiente; así como que la justificación de austeridad es ociosa por la existencia de los principios previstos en el artículo 134 constitucional, y que en este sentido puede orientar la Ley Federal de Austeridad Republicana. 
Los artículos 42 y 43, fracción I, inciso a), segundo párrafo, de la Ley de Partidos Políticos del Estado de Baja California
 establecen:
“Artículo 42. Los Partidos Políticos nacionales y locales, tienen derecho a recibir, para desarrollar sus actividades, financiamiento público de manera equitativa”.

“Artículo 43. El financiamiento público será destinado para las actividades, estructuras, sueldos y salarios, que se compondrá y otorgará conforme a lo siguiente:

I. Para el sostenimiento de actividades ordinarias permanentes:

a) El Consejo General del Instituto Estatal, determinará anualmente el monto total por distribuir entre los partidos políticos locales en los términos establecidos en la Ley General.

Para los partidos políticos nacionales se calculará multiplicando el número total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral local, a la fecha de corte de julio de cada año, por treinta por ciento del valor diario de la Unidad de Medida y Actualización vigente.

Para el caso, de que existan dos o menos partidos políticos con registro local, podrán recibir por concepto de financiamiento público, la cantidad que resulte, sin que esta exceda esta (sic) de un veinticinco por ciento del monto referido en el párrafo anterior.

(…)”.

Esos preceptos prevén, respectivamente, que los partidos políticos nacionales y locales tienen derecho a recibir financiamiento público de manera equitativa; y que, para el sostenimiento de actividades ordinarias permanentes para los partidos políticos nacionales, ese financiamiento se calculará multiplicando el número total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral local a la fecha de corte de julio de cada año por treinta por ciento (30%) del valor diario de la Unidad de Medida y Actualización vigente.
En torno al tema de financiamiento público a partidos políticos, existen diversos precedentes de este Tribunal Pleno, para lo cual, en este apartado se observará la descripción que de éstos se formuló en la acción de inconstitucionalidad 100/2018 y sus acumuladas 102/2018, 103/2018 y 104/2018
. 

En primer término, se expresó que debía atenderse a lo resuelto en las acciones de inconstitucionalidad 5/2015
; 76/2016 y sus acumuladas 79/2016, 80/2016 y 81/2016
; 97/2016 y su acumulada 98/2016
; 38/2017 y sus acumuladas 39/2017 y 60/2017
; 50/2017
, y 78/2017 y su acumulada 79/2017
, en las que se ha formulado la siguiente interpretación de los artículos 41, fracción II, y 116, fracción IV, inciso g), de la Constitución Federal, en torno al financiamiento público de los partidos políticos con registro nacional y/o estatal. 

El artículo 41, fracción II, párrafo segundo, incisos a), b) y c), de la Constitución Federal
 regula lo relativo al régimen electoral aplicable a las elecciones federales y, en lo que interesa, establece las bases a partir de las cuales se deben calcular los montos de financiamiento público que reciban los partidos políticos nacionales, para el sostenimiento de sus actividades que realizan, así como su distribución, en los procesos electorales federales. 

Por su parte, el artículo 116, fracción IV, inciso g)
, de la Constitución Federal –que establece el régimen relativo a las elecciones locales– dispone que de conformidad con las bases establecidas en la propia Constitución Federal y en las leyes generales en la materia, la legislación estatal electoral debe garantizar que los partidos políticos reciban de manera equitativa financiamiento público para sus actividades ordinarias permanentes, así como las tendentes a la obtención del voto durante los procesos electorales.  

En esa lógica, por Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación, el veintitrés de mayo de dos mil catorce se expidió la Ley General de Partidos Políticos, la cual tuvo su fundamento en el artículo 73, fracción XXIX-U, de la Constitución Federal
, que otorgó competencia al Congreso de la Unión para expedir las leyes generales que distribuyan competencias entre la Federación y las entidades federativas en materias de partidos políticos; organismos electorales, y procesos electorales, conforme a las bases previstas en la propia Constitución Federal. 
La Ley General de Partidos Políticos es de orden público y de observancia general en el territorio nacional y tiene por objeto regular las disposiciones constitucionales aplicables a los partidos políticos nacionales y locales, así como distribuir competencias entre la Federación y las entidades federativas en materias como prerrogativas de los partidos políticos, entre las que se encuentran el financiamiento público; a saber, en los artículos 23 y 26 de dicha norma se precisa que son derechos de los partidos políticos (nacionales y locales) acceder a las prerrogativas y recibir el financiamiento público en los términos del artículo 41 de la Constitución Federal, de lo previsto por la propia Ley General y demás leyes federales o locales aplicables
. 
Asimismo, para el caso del financiamiento público, el artículo 50 de la citada Ley General establece que los partidos políticos (nacionales y locales) tienen derecho a recibir, para desarrollar sus actividades, financiamiento público que se distribuirá de manera equitativa, conforme a lo ordenado en el artículo 41, Base II, de la Constitución, así como de conformidad a lo dispuesto en las constituciones locales
. 

Por su parte, el artículo 51 de la aludida Ley General
 prevé que los partidos políticos (nacionales y locales) tendrán derecho al financiamiento público de sus actividades, estructura, sueldos y salarios, precisando en el inciso a) del punto 1 que, para el sostenimiento de actividades ordinarias permanentes el Consejo General, en el caso de los partidos políticos nacionales, o el organismo público local, tratándose de partidos políticos locales, determinará anualmente el monto total por distribuir entre los partidos políticos conforme a lo siguiente: multiplicará el número total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral federal o local, según sea el caso, a la fecha de corte de julio de cada año, por el sesenta y cinco por ciento (65%) del salario mínimo diario vigente para el Distrito Federal, para los partidos políticos nacionales, o el salario mínimo de la región en la cual se encuentre la entidad federativa, para el caso de los partidos políticos locales (debiendo entenderse ahora la Unidad de Medida y Actualización
). 

Así, en los aludidos precedentes se determinó que el resultado de la operación señalada constituye el financiamiento público anual a los partidos políticos por sus actividades ordinarias permanentes y se distribuirá en la forma que establece el inciso a) de la Base II del artículo 41 de la Constitución; esto es, el treinta por ciento (30%) entre los partidos políticos en forma igualitaria y el setenta por ciento (70%) restante de acuerdo con el porcentaje de votos que hubieren obtenido en la elección de diputados inmediata anterior. 
Igualmente, para gastos de campaña el aludido artículo 51, en el inciso b) del punto 1 establece que, en el año de la elección en que se renueven el Poder Ejecutivo Federal o local y las dos Cámaras del Congreso de la Unión o la Cámara de alguna entidad federativa, a cada partido político nacional o local, en su caso, se le otorgará para gastos de campaña un monto equivalente al cincuenta por ciento (50%) del financiamiento público que para el sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes le corresponda en ese año; y, cuando se renueve solamente la Cámara de Diputados Federal o los Congresos de las entidades federativas, a cada partido político nacional o local, respectivamente, se le otorgará para gastos de campaña un monto equivalente al treinta por ciento (30%) del financiamiento público que para el sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes le corresponda en ese año. 

Por otra parte, en el punto 2 se estatuye que los partidos políticos (nuevamente nacionales y locales) que hubieren obtenido su registro con fecha posterior a la última elección o aquellos que, habiendo conservado registro legal no cuenten con representación en alguna de las Cámaras del Congreso de la Unión o en el Congreso local, por lo que hace a los partidos locales, tendrán derecho a que se les otorgue financiamiento público, debiéndose otorgar a cada partido político el dos por ciento (2%) del monto que por financiamiento total les corresponda a los partidos políticos para el sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes, precisándose que las cantidades serán entregadas en la parte proporcional que corresponda a la anualidad, a partir de la fecha en que surta efectos el registro y tomando en cuenta el calendario presupuestal aprobado para el año. Tendrán derecho, asimismo, en el año de la elección de que se trate, al financiamiento para gastos de campaña que corresponda con base en lo precisado anteriormente y que participarán del financiamiento público para actividades específicas sólo en la parte que se distribuya en forma igualitaria. 

Por último, el artículo 52 de la aludida Ley General
 ordena que, para que un partido político nacional cuente con recursos públicos locales, deberá haber obtenido el tres por ciento de la votación válida emitida en el proceso electoral local anterior en la entidad federativa de que se trate y que las reglas que determinen el financiamiento local de los partidos que cumplan con dicha estipulación se establecerán en las legislaciones locales respectivas. 

De acuerdo con la relación de esos precedentes, se obtienen dos conclusiones importantes:
a) Que es criterio reiterado y vinculante de este Tribunal Pleno que, tratándose de las reglas relacionadas con el financiamiento público de los partidos políticos relativo al sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes, debe atenderse de manera sistemática a lo previsto en la Constitución Federal y la Ley General de Partidos Políticos, donde se detalla explícitamente la forma de calcular dicho financiamiento por todos los Estados de la República cuando se trate de partidos políticos locales, aspecto en el cual no existe libertad de configuración; y,
b) Diferente cuestión es el financiamiento estatal regulado por los Estados para los partidos políticos nacionales que conserven su acreditación en la entidad, supuesto en el cual, la Ley General únicamente establece ciertas condicionantes, dejando libertad de configuración para establecer las reglas de su otorgamiento. 

Precisado lo anterior, debe decirse que los conceptos de invalidez son infundados por lo siguiente.

En efecto, es infundado el argumento consistente en que: el Congreso del Estado de Baja California invadió las facultades del Congreso de la Unión, quien, en la Ley General de Partidos Políticos, debe legislar los temas de financiamiento público y, por tanto, los preceptos reclamados son inconstitucionales porque el diseño y las fórmulas para el financiamiento público de partidos políticos nacionales y locales es competencia de la autoridad legislativa federal. 
Al respecto, este Tribunal Constitucional, al resolver la acción de inconstitucionalidad 64/2015 y sus acumuladas 66/2015, 68/2015 y 70/2015
, determinó que la competencia para regular el financiamiento público a partidos políticos se encuentra directamente establecida por el artículo 116, fracción IV, inciso g), de la Constitución Federal, en donde se determina que el legislador local deberá prever que el financiamiento que reciban deberá ajustarse a las bases establecidas en la propia Constitución y la Ley General de Partidos Políticos.
En consecuencia, no asiste la razón a los partidos políticos; lo que además se corrobora con la lectura cuidadosa a los precedentes que han quedado reseñados, en los cuales claramente se determina la competencia entre la instancia federal y la local.
Por otro lado, las disposiciones reclamadas no violan los artículos 41, fracción II, inciso a), y 116, fracción IV, inciso g), de la Constitución General de la República, así como 50 y 51 de la Ley General de Partidos Políticos, ya que, en primer término, el artículo 42 de la Ley de Partidos Políticos del Estado de Baja California reclamada no contiene alguna fórmula específica que deba observarse en la entrega de financiamiento público; esto porque prevé el principio de equidad en la entrega de esa prerrogativa, al ordenar que los partidos políticos nacionales y locales tienen derecho a recibir financiamiento público de manera equitativa. Por tanto, es una disposición acorde a lo que ordena la Constitución Federal en cuanto a una distribución equitativa de dicho financiamiento.
Tampoco resulta inconstitucional el artículo 43, fracción I, inciso a), segundo párrafo, de la Ley de Partidos Políticos del Estado de Baja California, ya que, si bien ordena que, tratándose del financiamiento para el sostenimiento de actividades ordinarias permanentes de los partidos políticos nacionales, se calculará multiplicando el número total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral local a la fecha de corte de julio de cada año por treinta por ciento (30%) del valor diario de la Unidad de Medida y Actualización vigente, también es cierto que esa regla se entiende producto de la libertad de configuración legislativa que corresponde a los Estados de la República y que tiene sustento en la interpretación relacionada que ha llevado a cabo este Tribunal Pleno entre los artículos 41, fracción II, párrafo segundo, incisos a), b) y c) y 116, fracción IV, inciso g), de la Constitución Federal; así como 50, 51 y 52 de la Ley General de Partidos Políticos, y que claramente ha sido subrayada en los precedentes con los que se ha dado cuenta.
Aquí cabe subrayar lo expresado en la acción de inconstitucionalidad 38/2017 y sus acumuladas, que resulta exactamente aplicable al caso, pues la porción normativa reclamada se refiere a financiamiento para el sostenimiento de actividades ordinarias permanentes para partidos políticos nacionales, supuesto en el cual cobra relevancia lo establecido en el artículo 52 de la Ley General de Partidos Políticos, en cuanto prevé que las reglas que determinen el financiamiento local de los partidos nacionales que hayan obtenido el tres por ciento de la votación válida emitida en el proceso electoral local anterior en la entidad federativa de que se trate, se establecerán en las legislaciones locales respectivas.

Aún más, las entidades federativas tienen libertad de configuración siempre y cuando se cumpla con lo establecido en el artículo 116, fracción IV, inciso g), de la Constitución Federal, que dispone que la legislación estatal electoral debe garantizar que los partidos políticos reciban, de manera equitativa, financiamiento público para sus actividades ordinarias permanentes, así como las tendentes a la obtención del voto durante los procesos electorales; y, en este sentido, es válido que el Congreso del Estado de Baja California considerara un financiamiento estatal diferenciado para los partidos políticos locales y nacionales.
Lo que se explica porque ese artículo 116 constitucional no establece que el financiamiento público para los partidos políticos sea igualitario, sino que señala que debe ser equitativo. Por tanto, si el legislador consideró un financiamiento estatal diferenciado para los partidos políticos nacionales y los locales tomando en cuenta la situación actual del país y el principio de austeridad, ello no es inconstitucional, dadas las diferencias notorias que tienen los partidos nacionales con los locales y tomando considerando que, para el financiamiento de los partidos locales, las entidades federativas no pueden contravenir las reglas señaladas en el artículo 51 de la Ley General de Partidos Políticos.
De igual forma, es importante precisar que la interpretación que defienden los partidos políticos contenida en las acciones de inconstitucionalidad 165/2020 y sus acumuladas 166/2020 y 234/2020
 no es tal, ya que en dicha ejecutoria lo que se declaró inconstitucional fue la disposición de la Constitución del Estado de Jalisco que fijaba financiamiento para partidos políticos locales y, en el caso, se examina la hipótesis normativa que corresponde a partidos políticos nacionales. Incluso, el reclamo por lo que se refiere al financiamiento político de estos últimos y de los de nueva creación se declaró infundada por este Tribunal Pleno en esos expedientes. Por consiguiente, ese precedente no resulta aplicable al caso, pues como se vio, el tratamiento entre partidos políticos nacionales y locales es distinto. 
Lo mismo ocurre con la acción de inconstitucionalidad 100/2018 y sus acumuladas, invocada al inicio de este considerando, pues lo declarado inconstitucional (legislación del Estado de Tabasco) consistió en que el precepto impugnado disminuía en un cincuenta por ciento (50%) el financiamiento de los partidos políticos locales para el sostenimiento de sus actividades ordinarias, pero no de los nacionales, según se desprende de la siguiente transcripción:
“(…).

53. Ahora bien, partiendo de esta delimitación normativa, consideramos que la norma reclamada debe expulsarse del ordenamiento jurídico tabasqueño en su totalidad, tal como lo solicitan los cuatro accionantes. Contrario a lo expuesto en los informes justificados del Poder Ejecutivo y del Congreso del Estado, la Constitución Federal no otorga una libertad configurativa absoluta a los Estados para reglamentar el financiamiento público que le corresponde a los partidos políticos. El artículo 116, fracción IV, constitucional señala que deberá cumplirse con lo dispuesto en la legislación general y, en ese supuesto, encontramos que en el artículo 51.1., inciso a), de la Ley General de Partidos Políticos, el Congreso de la Unión ya especificó cómo debe cuantificarse, por parte del instituto electoral estatal que corresponda, el financiamiento público para el sostenimiento de las actividades ordinarias permanentes de cualquier partido político local. 

54. Bajo esa lógica, se estima que el contenido del precepto impugnado es inválido al disminuir en un cincuenta por ciento el financiamiento de los partidos políticos locales para el sostenimiento de sus actividades ordinarias. La norma hace una referencia general a los partidos políticos, lo que provoca una desatención frontal de la citada legislación general respecto al mecanismo de cuantificación de ese tipo de financiamiento de los partidos políticos locales. 

55. Dicho de otra manera, la regla de cuantificación del financiamiento prevista en la disposición cuestionada guarda aplicabilidad para todos los partidos políticos que hayan conservado su registro en el Estado, pues se utilizó el concepto ‘partidos políticos’, sin mayores clarificaciones. Por ende, al especificar el factor porcentual de multiplicación de la fórmula de cálculo en un treinta y dos punto cinco por ciento (32.5%), en vez de un sesenta y cinco por ciento (65%), aunque pudiera llegar a interpretarse que parte del alcance de este inciso sería regular lo relativo al posible financiamiento de origen estatal para los partidos políticos nacionales, lo cierto es que su contenido incluye una variación en el mecanismo de cuantificación (disminuyéndolo) del financiamiento de los partidos políticos locales para el sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes, contraviniendo el mandato expreso de la legislación general. Valoración que se sustenta, pues no hay otra norma en la Constitución Local que reglamente el financiamiento público para el sostenimiento de actividades ordinarias permanentes de los partidos políticos locales, que pudiera llevarnos a pensar que esta disposición abarca sólo al financiamiento estatal de los partidos políticos nacionales. 

56. En ese sentido, debe declararse la invalidez de la totalidad del inciso a) de la fracción VIII del apartado A del artículo 9 reclamado. Sin que pasemos por alto que en el inciso cuestionado, en su primera porción normativa, también especifica que una de las prerrogativas de los partidos políticos es el financiamiento público para el sostenimiento de sus actividades ordinarias, el cual deberá ser fijado anualmente, teniendo a su vez como base de la fórmula de cuantificación el número total de ciudadanos inscritos en el patrón electoral del Estado; empero, aunque de toda esa primera porción normativa únicamente resulta inconstitucional el referido factor porcentual de multiplicación, de declararse inválida sólo esa indicación, lo regulado en toda esa porción normativa sería inentendible. Asimismo, aunque la segunda porción normativa del inciso a) alude a cómo debe distribuirse el financiamiento público para el sostenimiento de actividades ordinarias permanentes, al anclarse su aplicación al mecanismo de cuantificación señalado previamente, si se eliminara sólo la primera porción normativa, la segunda porción carecería a su vez de sentido y aplicación. En consecuencia, lo más idóneo para el caso concreto es la eliminación de todo el texto del inciso a) reclamado; determinación que no genera un vacío normativo, ya que tiene aplicación directa lo dispuesto en la Constitución Federal y en el citado artículo 51.1., inciso a), de la Ley General de Partidos Políticos.

(…)”. 
La transcripción que antecede demuestra que los partidos políticos pretenden apoyar su argumento de financiamiento público a partidos políticos nacionales en consideraciones sustentadas por esta Suprema Corte respecto de partidos políticos locales y, como se ha razonado, el tratamiento constitucional y de ley general para cada uno de éstos es distinta, de ahí lo infundado de sus conceptos. 
De igual forma, es infundado el argumento en el que los partidos políticos afirman que los preceptos combatidos afectan los principios del buen gasto público bajo un argumento de austeridad, lo que viola el artículo 134 constitucional; aunado a que no se garantiza el destino de los recursos públicos que ya no se entregarán a los partidos políticos nacionales, máxime que la justificación de austeridad es ociosa, además de que, en su caso, puede orientar la Ley Federal de Austeridad Republicana. 
Lo anterior es así, pues, como se razonó, reglas como la reclamada basan su constitucionalidad en la libertad de configuración legislativa que corresponde a los Estados, lo que les permite justificar esas decisiones, en argumentos como el de austeridad; aunado a que la Ley Federal de Austeridad Republicana
 sólo resulta aplicable a las dependencias, entidades, organismos y demás entes que integran la Administración Pública Federal; y, por lo que hace a los Poderes Legislativo y Judicial, así como los órganos constitucionales autónomos, prevé que tomarán las acciones necesarias para dar cumplimiento a dicho ordenamiento, de acuerdo con la normativa que les rija cuando se les asignen recursos del Presupuesto de Egresos de la Federación; de donde es evidente que ese ordenamiento no puede orientar para el caso.
Por último, también es infundada la afirmación de que la reforma cuestionada carece de fundamentación, así como de una justificación que la haga constitucional. 
Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido en múltiples precedentes que, tratándose de actos de autoridad legislativa, el requisito de fundamentación se satisface cuando aquélla actúa dentro de los límites de las atribuciones que la Constitución General de la República le confiere y que la motivación se colma cuando las leyes que emite se refieren a relaciones sociales que deben regularse jurídicamente, sin que esto implique que todas y cada una de las disposiciones que integran los ordenamientos deban ser materia de una motivación específica, pues ello significaría una actividad materialmente imposible de realizar.
En el caso, esos extremos se encuentran acreditados, ya que, del estudio sistemático de las disposiciones de la Constitución General, la Ley General y el ordenamiento combatido, se acredita la facultad del Congreso de Baja California y, consecuentemente, la fundamentación para emitir preceptos como los reclamados. Lo mismo ocurre con la motivación porque el financiamiento a partidos políticos es una prerrogativa que debe regularse
.
Luego, rige la libertad de configuración legislativa para los Estados, de ahí que los conceptos de invalidez son infundados, por lo que se reconoce la validez de los artículos 42 y 43, fracción I, inciso a), párrafo segundo, de la Ley de Partidos Políticos del Estado de Baja California. 
SÉPTIMO. Tema 2. Derecho de reelección.
Los Partidos Políticos de la Revolución Democrática y del Trabajo expresan que es inconstitucional el artículo 16 de la Constitución del Estado de Baja California en la porción normativa que prevé que, para ser reelecto en una diputación de manera consecutiva, no será necesario que el interesado solicite licencia para separarse del cargo, lo que, afirman, es inconstitucional porque afecta los principios de imparcialidad y promoción personalizada a que se refiere el artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

La inconstitucionalidad de este tipo de reelección surge porque el precepto reclamado no fija los parámetros de la participación de un servidor público que pretenda reelegirse, por lo que se corre el riesgo de que utilice de forma imparcial recursos a su favor en periodo electoral y obtenga una ventaja indebida frente al resto de contendientes, es decir, aquel que pretenda reelegirse tiene en su beneficio recursos económicos, materiales y humanos, por tanto, es evidente la inconstitucionalidad denunciada que además implica inobservar criterios del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en los cuales se ha considerado que el candidato que pretende reelegirse, para no afectar las contiendas electorales, se debe separar de su cargo durante el proceso electoral, para que no utilice recursos públicos en su beneficio creando escenarios de inequidad.

El Partido del Trabajo argumenta que son inconstitucionales las porciones normativas contenidas en los artículos 16 de la Constitución de Baja California, 21 y 30 de su ley electoral porque prevén que los partidos políticos en la determinación de los criterios para garantizar la paridad de género en sus métodos de selección de candidatos, deberán respetar ese principio en su aspecto cualitativo y cuantitativo; y la inconstitucionalidad radica en que, en el caso de algún diputado o integrante de ayuntamiento que quisiera participar en la reelección del cargo que ostenta y que, además, haya sido electo por el principio de mayoría relativa, no se le puede hacer nugatoria la pretensión de reelegirse, de ahí el problema que provocan los preceptos reclamados que, si bien prevén la reelección, el inconveniente surge cuando señalan que, quienes aspiren a ello, deben observar el principio de paridad de género en su aspecto cualitativo y cuantitativo, lo que contrasta con la reelección. 

Por tanto, agrega, resulta inconstitucional el hecho de que algún diputado o integrante de ayuntamiento no pueda participar en la reelección si el partido político por el cual pretende reelegirse no cumple con el principio de paridad de género en su aspecto cualitativo y cuantitativo; medida, además, innecesaria cuando existen otras formas para garantizar la oportunidad efectiva de las mujeres para acceder a cargos públicos. Por ende, la medida adoptada desestabiliza el sistema de reelección, pues, a pesar de tener ese derecho, se privilegiará el principio de paridad de género en los aspectos precisados.
Los artículos 16 de la Constitución del Estado de Baja California y 21 y 30 de su Ley Electoral establecen:
“Artículo 16. Las diputaciones se elegirán cada tres años y podrán ser electos de manera consecutiva de conformidad con lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con independencia de que hayan accedido al cargo como candidaturas independientes o sido postulados por algún partido político o coalición.

Cuando las diputaciones hayan sido postuladas por algún partido político o coalición, la postulación para su elección consecutiva sólo podrá ser realizada por el mismo partido o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición que los hubieren postulado, salvo que hayan renunciado o perdido su militancia antes de la mitad de su mandato.

Para ser electo para una diputación de manera consecutiva, no será necesario que el funcionario interesado, solicite licencia para separarse del cargo.

Durante los periodos de campaña respectiva, quien pretenda reelegirse de manera consecutiva, debe ponderar los siguientes supuestos:

I. No podrá recibir emolumentos o salarios, dietas, apoyos para gestión social o cualquier otra que se le asimile, independientemente de la obligación de continuar en el desempeño del cargo para el cual ha decidido participar en elección consecutiva.

II. No podrá utilizar recursos públicos que les correspondan por el ejercicio de su encargo para promover o influir de manera alguna en el voto a su favor o en contra de algún candidato.

III. No podrá ocupar al personal adscrito a la nómina del Congreso del Estado durante su horario laboral para realizar actos de campaña.

IV. No podrá estar presente en actos públicos relacionados con la entrega de beneficios derivados de programas sociales promovidos en su encargo.

V. No podrá condicionar la entrega de recursos provenientes de programas públicos en ninguna circunstancia.

VI. No podrá promocionar o publicar las acciones de beneficio social realizadas en el periodo que comprende, desde el inicio de las campañas hasta la conclusión de la jornada electoral.

VII. Las demás prohibiciones o limitaciones que determinen las leyes aplicables en la materia.

Los partidos políticos en la determinación de los criterios para garantizar la paridad de género en sus métodos de selección de candidaturas deberán respetar el principio de paridad de género en su aspecto cualitativo y cuantitativo.

Los Diputados que pretendan contender para la elección consecutiva, ya sean emanados del régimen de partidos políticos o a través de la vía independiente, deberán contender por el mismo distrito por el que resultaron electos o, en su caso, por su equivalente cuando la conformación de dichos distritos se haya modificado. En caso de que resulten equivalentes diversos distritos, el aspirante deberá manifestar en cuál de ellos pretende contender”.

“Artículo 21. Las y los diputados podrán ser electos hasta por cuatro periodos consecutivos.

Las y los diputados interesados en la elección consecutiva deberán manifestarlo por escrito a su partido político. Para el caso de que manifiesten su deseo de reelegirse deberán, además, señalar el principio por el que desean hacerlo, de tratarse del principio de mayoría relativa, deberán señalar el distrito o su equivalente por el que lo harán, de no hacerse en los términos antes señalados, se entenderá que la diputada o diputado no está interesado en la elección consecutiva. El escrito que contenga las manifestaciones antes señaladas, deberá presentarse al partido político correspondiente, con veinte días de anticipación al inicio de las precampañas, en virtud de lo cual, los partidos políticos en la determinación de los criterios para garantizar la paridad de género en sus métodos de selección de candidaturas deberán respetar el principio de paridad de género en su aspecto cualitativo y cuantitativo.

(…)”.

“Artículo 30. El Ayuntamiento se integra por una Presidencia Municipal, una Sindicatura Procuradora, por Regidurías de mayoría relativa y de representación proporcional, en el número que dispone la Constitución del Estado.

(…).

Las Presidentas o Presidentes Municipales, Regidoras o Regidores y Síndicas o Síndicos interesados en la elección consecutiva en términos de lo dispuesto en el párrafo anterior, deberán manifestarlo a su partido político por escrito y con veinte días de anticipación al inicio de las precampañas, de no hacerse en los términos antes señalados, se entenderá que no están interesados en la elección consecutiva. En virtud de lo anterior, los partidos políticos en la determinación de los criterios para garantizar la paridad de género en sus métodos de selección de candidatos deberán respetar el criterio de paridad de género en su aspecto cualitativo y cuantitativo.

(…)”.

De esos preceptos se reclaman dos hipótesis normativas, a saber, la consistente en que, para ser electo para una diputación de manera consecutiva, no será necesario que el funcionario interesado solicite licencia para separarse del cargo; que los diputados podrán ser reelectos, en virtud de lo cual los partidos políticos, en la determinación de los criterios para garantizar la paridad de género en sus métodos de selección de candidaturas, deberán respetar dicho principio en su aspecto cualitativo y cuantitativo; lo mismo opera para presidentes municipales, regidores y síndicos.
En relación con esa problemática, existe una amplia doctrina de este Tribunal Constitucional en la que se han sustentado los siguientes principios a observar:
· Los congresos locales gozan de libertad de configuración legislativa para establecer si los diputados e integrantes de los ayuntamientos que pretendan reelegirse deben o no separarse del cargo; y,
· Consecuentemente, no existe impedimento para que se mantengan en el cargo mientras realizan proselitismo político, más aún, si se toma en cuenta que, en estos casos, lo que buscan mediante su candidatura es demostrar que merecen el voto para dar continuidad a su actividad legislativa; función que, además, tampoco debe paralizarse por la sola circunstancia de que muchos de sus integrantes participen en el mismo proceso electoral en busca de la reelección, de manera que tienen amplia libertad para determinar si los interesados deben separarse del cargo convocando a los suplentes, o bien, si pueden desempeñar sus funciones simultáneamente con la difusión de sus campañas políticas.
De igual forma, en los precedentes se ha explicado que las entidades federativas están obligadas a introducir en sus ordenamientos constitucionales la elección consecutiva de los diputados de sus legislaturas, para lo cual deben observar únicamente dos limitantes: 
a) Que la elección consecutiva sea hasta por cuatro periodos, entendiendo la locución “hasta” como un tope; y, 
b) Que la postulación del diputado que se pretenda reelegir podrá hacerse vía candidatura independiente, si fue electo mediante tal mecanismo de participación política (posibilidad que se desprende implícitamente del texto constitucional), o sólo podrá ser realizada por el mismo partido o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición que lo hubiere postulado, salvo que haya renunciado o perdido su militancia antes de la mitad de su mandato.

Los precedentes a que nos hemos referido son la acción de inconstitucionalidad 50/2016
, en la que este Tribunal Pleno sostuvo que el establecimiento de una condición de separación definitiva o no de un cargo público para que un ciudadano pueda ser elegible a participar en un proceso electoral determinado se encuentra dentro de la libertad de la que gozan los Estados para configurar su orden jurídico dentro de los límites que la propia Constitución impone.

En la acción de inconstitucionalidad 29/2017 y sus acumuladas 32/2017, 34/2017 y 35/2017
, se determinó que tanto en el tema de la temporalidad con la que los servidores públicos deben separarse de sus cargos para acceder al de diputados y en el relativo a su reelección, los constituyentes y las legislaturas locales cuentan con libertad de configuración legislativa para fijar la regulación pormenorizada, siempre y cuando las normas cumplan, como cualquier otra, con criterios de proporcionalidad y razonabilidad. En el caso analizado, se consideró que el constituyente local, en ejercicio de su libertad de configuración, decidió que deberían expedirse las normas que deben ser acatadas por los diputados que pretendan reelegirse y opten por no separarse de su cargo, por lo que se estimó razonable la intención de expedición de esas normas, pues éstas deberán precisar la salvaguarda, como mínimo, de la no utilización de recursos humanos, materiales o económicos propios de su encargo público para su precampaña o campaña electoral. 

Posteriormente, en la acción de inconstitucionalidad 40/2017 y sus acumuladas 42/2017, 43/2017, 45/2017 y 47/2017
, se razonó que tampoco existe violación a los párrafos séptimo y octavo del artículo 134 de la Constitución Federal por la sola circunstancia de que los diputados que pretendan su reelección no se separen del cargo para contender, esto es, que el supuesto normativo que otorgaba a los diputados locales que pretendan ser reelectos la posibilidad de optar por no separarse de su encargo no resulta inconstitucional; máxime que uno de los objetivos de esta figura es reconocer el desempeño de aquel servidor público que se vio favorecido con el voto popular, y qué mejor manera de obtener la reelección que demostrando el fiel cumplimiento a la labor encomendada en el puesto de elección popular, en el entendido de que cualquier utilización de recursos públicos en su beneficio y con motivo del ejercicio de su cargo, será motivo de sanción en términos de los artículos 108 y 134 constitucionales.
El criterio que antecede se reiteró en la acción de inconstitucionalidad 69/2017 y su acumulada 76/2017
. 
Finalmente, en la acción de inconstitucionalidad 50/2017
, este Tribunal Constitucional sostuvo que, al no existir mandato constitucional que obligue a los diputados locales a separarse del cargo durante sus campañas electorales en las que pretendan reelegirse, se impone concluir que no existe impedimento para que se mantengan en éste mientras realizan proselitismo político, más aún, si se toma en cuenta que en estos casos lo que busca el interesado mediante su candidatura es demostrar que merece el voto para dar continuidad a su actividad legislativa; función que, además (si la legislatura lo estima conveniente), tampoco debe paralizarse por la sola circunstancia de que muchos de sus integrantes participen en el mismo proceso electoral en busca de la reelección, de manera que tienen amplia libertad para determinar si los diputados postulados deben separarse del cargo convocando a los suplentes, o bien, si pueden desempeñar sus funciones simultáneamente con la difusión de sus campañas políticas.

Precisado lo antedicho, se concluye que los conceptos de invalidez son infundados; y, al respecto, se aclara que, si bien los precedentes sólo aluden a diputados, los principios ahí fijados resultan aplicables a los integrantes de los ayuntamientos, a los que se refiere el artículo 30 de la Ley Electoral que se reclama.
En atención a la doctrina judicial con la que se ha dado cuenta, este Tribunal Pleno reconoce la validez de los preceptos combatidos, ya que, en primer término, prevalece la libertad de configuración legislativa.
Esto es, por lo que hace a la opción de los funcionarios locales que pretendan reelegirse de no separarse del cargo desempeñado, ello no es violatorio de los criterios de proporcionalidad y razonabilidad ni de los principios de equidad, igualdad, certeza y legalidad electorales, ya que el Congreso de Baja California, en el ejercicio de esa libertad, decidió que esta permisión aplica en igualdad de circunstancias para aquellos funcionarios habilitados por la norma, quienes en el ejercicio de su encargo tengan la intención de reelegirse, dejando en ellos la decisión de separarse o no de éste. Aún más, se trata de una regla clara y cierta que se aplicará a todos los funcionarios que se encuentren en el mismo supuesto y que desde luego pretendan reelegirse.  

Incluso, tampoco es desigual el supuesto normativo impugnado frente a los ciudadanos que pretendan participar por primera ocasión en dichos cargos, ya que desde la reforma a la Constitución General de febrero de dos mil catorce se incluyó la figura de la relección a distintos funcionarios locales, pretendiendo, sobre todo, una visión colectiva al favorecer la evaluación y calificación de los electores de la gestión en curso (premiando o castigando ésta), así como, en su caso, una visión individual, favoreciendo la continuidad en el cargo que permita la rendición de cuentas y la profesionalización de la función
. En este sentido, la condición de igualdad se debe actualizar entre candidatos que se encuentren en el mismo supuesto normativo. 
Asimismo, en la acción de inconstitucionalidad 69/2017 y su acumulada, este Pleno consideró que la medida en estudio no representaba una ventaja indebida en el contexto de un proceso electoral, ni tampoco viola el principio de equidad, pues la permisión de la reelección consecutiva, ya sea para legisladores o miembros de los ayuntamientos, implica que, en caso de ser nuevamente postulados para reelegirse, contendrán desde el propio cargo que ostenten en aras de volver a contar con la aceptación del electorado para obtenerlo otra vez; a diferencia de quienes buscan por primera vez ser electos. Por ende, no es dable interpretar una diferencia de trato injustificado en situaciones con elementos normativos distintos.
Por otro lado, tampoco existe violación a lo dispuesto en el artículo 134 de la Constitución Federal porque la propia Constitución del Estado de Baja California, en sus artículos 16 y 78, prevé que, para los diputados y presidentes municipales, síndicos y regidores de los ayuntamientos que pretendan reelegirse, deben abstenerse del uso de recursos públicos; además de que en el periodo de campaña no podrán recibir emolumentos o salarios, dietas, apoyos para gestión social o cualquier otra que se le asimile, independientemente de la obligación de desempeñar el cargo para el cual ha decidido participar en la elección consecutiva. Esto se aprecia de la lectura integral de esas disposiciones, la primera de ellas reproducida en las páginas cincuenta y dos y cincuenta y tres de esta ejecutoria.
El artículo 78 referido es del tenor siguiente: 

“Artículo 78. Los ayuntamientos se compondrán de munícipes electos por el sufragio universal, libre, secreto, directo, personal e intransferible y mediante los principios de mayoría relativa y de representación proporcional.

Los ayuntamientos iniciarán el ejercicio de sus funciones el día primero de octubre que siga a su elección. Al efecto, el día inmediato anterior, se reunirán los munícipes electos, en sesión solemne con la finalidad de rendir protesta ante la comunidad e instalar los ayuntamientos.

La Presidencia Municipal, Sindicatura y Regidurías de los ayuntamientos durarán en su cargo tres años, pudiendo ser electos por un período adicional consecutivo. La postulación sólo podrá ser realizada por el mismo partido o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición que los hubieren postulado, salvo que hayan renunciado o perdido su militancia antes de la mitad de su mandato.

Para ser electo Presidente Municipal, Regidor o Síndicos de un ayuntamiento, de manera consecutiva, no será necesario que el funcionario interesado, solicite licencia para separarse del cargo.

Durante los actos de precampaña o campaña respectiva, quien pretenda participar en una elección consecutiva, deberá abstenerse del uso de recursos públicos en los términos que prevé el artículo 16 de esta Constitución y 9 TER de la Ley para el Régimen Municipal para el Estado de Baja California, además en el periodo de campaña, no podrán recibir emolumentos o salarios, dietas, apoyos para gestión social o cualquier otra que se le asimile, independientemente de la obligación de desempeñar el cargo para el cual ha decidido participar en elección consecutiva.

Los partidos políticos en la determinación de los criterios para garantizar la paridad de género en sus métodos de selección de candidatas y candidatos deberán respetar el principio de paridad de género en su aspecto cualitativo y cuantitativo.

(…)”. 

De la lectura a esos preceptos se puede decir que el legislador pretendió blindar cualquier conflicto de interés o incompatibilidad de las funciones ejercidas respecto de la hipótesis en estudio, en el entendido que cualquier utilización de recursos públicos en su beneficio, y con motivo del ejercicio de su cargo, será sancionado en términos de los artículos 108 y 134 de la Constitución General, siendo, además, que el incumplimiento de lo anterior tiene que ver con una cuestión de aplicación específica de la norma, por lo que no debe perderse de vista que existen mecanismos de fiscalización respecto de la aplicación de los recursos públicos, los cuales prevén los procedimientos y sanciones conducentes para los servidores públicos que lleven a cabo una indebida o incorrecta aplicación de recursos públicos. 

Se subraya que el propio artículo 134 de la Constitución General ordena que los recursos económicos de que dispongan todos los niveles de gobierno se administren con eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados, e indica que los resultados del ejercicio de dichos recursos serán evaluados por las instancias técnicas correspondientes. Igualmente, precisa que los servidores públicos de la Federación, de las entidades federativas, de los municipios y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, tienen en todo tiempo la obligación de aplicar con imparcialidad los recursos públicos que están bajo su responsabilidad y sin influir en la equidad de la competencia entre los partidos políticos.

Por lo que hace al supuesto conflicto entre el derecho de reelección y el principio de paridad de género, debe decirse que el argumento es infundado; esto es, el Partido del Trabajo considera que son inconstitucionales las porciones normativas contenidas en los artículos 16 de la Constitución de Baja California, 21 y 30 de su Ley Electoral porque prevén que los partidos políticos, en la determinación de los criterios para garantizar la paridad de género en sus métodos de selección de candidatos, deberán respetar éste en su aspecto cualitativo y cuantitativo; inconstitucionalidad que, a su juicio, radica en que, en el caso de que algún diputado o integrante de ayuntamiento quiera participar en la reelección del cargo que ostenta, este derecho podría ser nugatorio por razones de paridad.
Es verdad que los artículos 21 y 30 de la Ley Electoral del Estado de Baja California, al establecer la posibilidad de la reelección, también prevén que los partidos políticos en la determinación de los criterios para garantizar la paridad de género en sus métodos de selección de candidaturas deberán respetar ese principio en su aspecto cualitativo y cuantitativo. Pero este supuesto normativo no debe interpretarse en el sentido que propone el partido político. Primero, porque las disposiciones reclamadas son congruentes con el derecho de reelección protegido desde la Constitución Federal, pues lo reconocen en beneficio de los legisladores y de los integrantes de los ayuntamientos; y, segundo, porque este derecho debe armonizarse con el principio de paridad de género. Se entiende, entonces, que deben complementarse, pero no excluirse, y, en todo caso, de decidirse una candidatura por razones de paridad, ello se explica como una medida que tiende a equilibrar y abrir para las mujeres espacios en los cargos de elección popular, lo que es acorde con la reforma constitucional de febrero de dos mil catorce y de seis de junio de dos mil diecinueve; así como con la doctrina de esta Suprema Corte. 
En efecto, si observamos los precedentes ya detallados, se tiene que de los artículos 35, fracción II, 115, fracción I, párrafo segundo, y 116, fracción II, de la Constitución General
 se desprende que la reelección es una posibilidad para el ejercicio del derecho a ser votado, pues permite al ciudadano que ha sido electo para una función pública con renovación periódica que intente postularse de nuevo para el mismo cargo.

Empero, para que la reelección opere, es necesario que se cumplan con las condiciones y requisitos previstos en la normativa constitucional y legal, en tanto esta posibilidad debe armonizarse con otros principios y derechos constitucionales, como el de autoorganización de los partidos políticos, en el sentido de que se observen las disposiciones estatutarias y los procedimientos internos de selección de candidaturas.

En ese contexto, se entienden constitucionales los preceptos reclamados, ya que la intención del legislador del Estado de Baja California es la de velar por el principio de igualdad de género, aunque ello implique modular (que no desconocer) el derecho de reelección. 
En otros términos, si bien las disposiciones no establecen una regla general en la que la posibilidad de reelección siempre debe de ceder ante el principio de paridad, lo cierto es que hace evidente la intención del legislador de armonizar ese derecho con dicho principio; esto es, la medida combatida no transgrede la posibilidad de reelección, pues fue intención del legislador que éste pudiera ceder ante el principio de paridad, lo que es correcto en atención a que busca ese equilibrio necesario para que un mayor número de mujeres tenga acceso a puestos de elección popular, en la lógica de la reforma constitucional de seis de junio de dos mil diecinueve y de la reforma legal de trece de abril de dos mil veinte, a la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales y de la Ley General de Partidos Políticos. 
Se concluye, entonces, que el derecho de reelección y el principio de paridad se deben armonizar y, de prevalecer el último, ello no equivale a desconocer el primero, ya que se busca cumplir el objetivo de que un mayor número de mujeres asuma puestos de elección popular y de esa manera sea partícipe de la toma de decisiones de gobierno.
En consecuencia, los conceptos de invalidez son infundados, por lo que ha lugar a reconocer la validez de los artículos 16, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California; 21, párrafo segundo, y 30, párrafo cuarto, de la Ley Electoral del Estado de Baja California.
Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO. Es parcialmente procedente e infundada la presente acción de inconstitucionalidad y sus acumuladas. 

SEGUNDO. Se sobresee respecto del artículo 15, fracciones I y II, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California, de conformidad con el considerando cuarto de esta decisión. 

TERCERO. Se reconoce la validez de los artículos 16, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California, 21, párrafo segundo, y 30, párrafo cuarto, de la Ley Electoral del Estado de Baja California, y 42 y 43, fracción I, inciso a), párrafo segundo, de la Ley de Partidos Políticos del Estado de Baja California, reformados mediante los Decretos Nos. 102 y 108, publicados en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el dos de septiembre de dos mil veinte, por las razones expuestas en los considerandos sexto y séptimo de esta determinación. 
CUARTO. Publíquese esta resolución en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.

Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente. 

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación:

En relación con el punto resolutivo primero:

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto de los considerandos primero, segundo, tercero y quinto relativos, respectivamente, a la competencia, a la oportunidad en la presentación de las demandas, a la legitimación de los promoventes y a la precisión de la litis.

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa en contra del criterio del cambio normativo, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo en contra del criterio del cambio normativo, Piña Hernández en contra del criterio del cambio normativo, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando cuarto, relativo a las causales de improcedencia, consistente en desestimar la causa de improcedencia hecha valer por las autoridades demandadas, atinente a que la impugnación del artículo 16 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California resulta extemporánea.

En relación con el punto resolutivo segundo:

Se aprobó por mayoría de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando cuarto, relativo a las causales de improcedencia, consistente en sobreseer respecto del artículo 15, fracción I, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California. Las señoras Ministras Esquivel Mossa y Piña Hernández votaron en contra.

Se aprobó por mayoría de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando cuarto, relativo a las causales de improcedencia, consistente en sobreseer respecto del artículo 15, fracción II, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California. La señora Ministra Piña Hernández votó en contra.

En relación con el punto resolutivo tercero:

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández apartándose de las consideraciones, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea en contra de las consideraciones, respecto del considerando séptimo, relativo al tema 2, denominado “Derecho de reelección”, consistente en reconocer la validez de los artículos 16, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California y 21, párrafo segundo, y 30, párrafo cuarto, de la Ley Electoral del Estado de Baja California, reformados mediante el Decreto No. 102, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el dos de septiembre de dos mil veinte. Las señoras Ministras Esquivel Mossa y Piña Hernández anunciaron sendos votos concurrentes.

Se aprobó por mayoría de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá separándose de algunas consideraciones, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea en contra de las consideraciones, respecto del considerando sexto, relativo al tema 1, denominado “Financiamiento público a partidos políticos nacionales”, consistente en reconocer la validez del artículo 42 de la Ley de Partidos Políticos del Estado de Baja California, reformado mediante el Decreto No. 108, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el dos de septiembre de dos mil veinte. El señor Ministro Pardo Rebolledo votó en contra. La señora Ministra Piña Hernández anunció voto concurrente.

Se aprobó por mayoría de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá separándose de algunas consideraciones, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea en contra de las consideraciones, respecto del considerando sexto, relativo al tema 1, denominado “Financiamiento público a partidos políticos nacionales”, consistente en reconocer la validez del artículo 43, fracción I, inciso a), párrafo segundo, de la Ley de Partidos Políticos del Estado de Baja California, reformado mediante el Decreto No. 108, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el dos de septiembre de dos mil veinte. Los señores Ministros Aguilar Morales y Pardo Rebolledo votaron en contra. La señora Ministra Piña Hernández anunció voto concurrente.

En relación con el punto resolutivo cuarto:

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea.

El señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea declaró que el asunto se resolvió en los términos propuestos. Doy fe.

Firman el señor Ministro Presidente y el Ministro Ponente, con el Secretario General de Acuerdos quien da fe.

PRESIDENTE

MINISTRO ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA

PONENTE

MINISTRO ALBERTO PÉREZ DAYÁN

SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS

LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA

GPVD/ahm
� Fojas uno a veintinueve del expediente.


� Fojas noventa y dos a ciento cincuenta y uno, ibidem. 


� Fojas trescientos cincuenta y ocho a trescientos noventa, ibidem. 


� “Artículo 38. La Dirección Nacional Ejecutiva se integrará por las personas que ocupen los siguientes cargos: 


a) La Presidencia Nacional, con voz y voto;


b) La Secretaria General Nacional, con voz y voto;


c) Los siete integrantes que ocuparán las secretarias Nacionales, con derecho a voz y voto;


d) La Presidencia de la Mesa Directiva del Consejo Nacional con derecho a voz;


e) Las Coordinaciones de los Grupos Parlamentarios del Partido en el Congreso de la Unión con derecho a voz; y


f) La representación del Partido ante el Instituto Nacional Electoral, con derecho a voz”.


“Artículo 39. Son funciones de la Dirección Nacional Ejecutiva las siguientes: 


(…).


Apartado B


De la Presidencia Nacional


I. Representar al Partido, a nivel nacional e internacional, ante las organizaciones políticas, los movimientos sociales y civiles, así como con las organizaciones no gubernamentales, a fin de vincular la lucha política del partido con las demandas de la sociedad y sus organizaciones, de conformidad con lo dispuesto por la Dirección Nacional Ejecutiva;


II. Presentar al Consejo Nacional de manera conjunta con la Secretaría General Nacional el informe sobre el gasto anual, el proyecto de presupuesto y de trabajo en los primeros cuarenta y cinco días naturales;


III. Convocar y presidir las sesiones de la Dirección Nacional Ejecutiva, ante la ausencia de la Secretaría General conducir las sesiones de la Dirección Nacional Ejecutiva, de conformidad con el artículo 37 del presente Estatuto;


IV. Representar legalmente al Partido y designar apoderados, teniendo la obligación de presentar al pleno un informe trimestral de las actividades al respecto;


V. Ser el representante del Partido ante organismos o cualquier organización nacional e internacional;


VI. Presentar ante el Consejo Nacional o a la Dirección Nacional Ejecutiva en pleno los casos políticos de urgente resolución;


VII. En conjunto con la Secretaría General Nacional adoptar las resoluciones urgentes para el mejor desarrollo del Partido entre las sesiones de la Dirección Nacional Ejecutiva e informar a los integrantes de la misma en su sesión siguiente;


VIII. En conjunto con la Secretaría General y el Pleno de la Dirección Nacional Ejecutiva, determinará las decisiones para el uso institucional de los recursos financieros y el patrimonio del Partido, supervisará su administración y ejecución;


IX. Proponer al Pleno de la Dirección Nacional Ejecutiva a los titulares de:


La Coordinación del Patrimonio y Recursos Financieros Nacional; y


La Unidad y el Enlace de Transparencia Nacional;


Las direcciones del Instituto de Formación Política;


El Órgano Técnico Electoral;


El Órgano de Afiliación.


El Área Coordinación de Archivos;


Las personas que ocupen la representación ante el Consejo General y Comisión Nacional de Vigilancia, del Instituto Nacional Electoral;


X. Proponer al Pleno del Consejo Nacional a los integrantes del Órgano de Justicia intrapartidaria;


XI. Ser la vocería oficial del Partido encargada de difundir las políticas, posturas y acuerdos de la Dirección Nacional Ejecutiva; y


XII. Las demás que establezca el presente Estatuto y los Reglamentos que de él emanen”. 


� En este apartado se aclara que en la primera hoja de la demanda aparece Ricardo Cantú Garza como integrante de la Comisión Coordinadora, sin embargo, no suscribió el documento. 


� “Artículo 43. La Comisión Coordinadora Nacional se integrará con un mínimo de nueve y hasta diecisiete miembros, en ningún caso, habrá un número superior al cincuenta por ciento más uno de un mismo género, se elegirán en cada Congreso Nacional ordinario y será la representación política y legal del Partido del Trabajo y de su dirección Nacional. Deberá ser convocada por lo menos con tres días de anticipación de manera ordinaria una vez a la semana y de manera extraordinaria por lo menos con un día de anticipación, cuando así se requiera por cualquiera de sus miembros. El quórum legal para sesionar se integrará con la asistencia de la mayoría de sus integrantes. Todos los acuerdos, resoluciones y actos de la Comisión Coordinadora Nacional tendrán plena validez en su caso, con la aprobación y firma de la mayoría de sus integrantes”.


“Artículo 44. Son atribuciones y facultades de la Comisión Coordinadora Nacional: 


(…).


c) La Comisión Coordinadora Nacional estará legitimada para interponer, en términos de la fracción II del Artículo 105 Constitucional, las acciones de inconstitucionalidad en materia electoral que estime pertinentes.


(…)”. 


� “Artículo 57.


La o el Presidente del Comité Ejecutivo Nacional, lo será también de la Asamblea Nacional, del Consejo Nacional y la Comisión Permanente Nacional, con las siguientes atribuciones y deberes:


a) Representar a Acción Nacional en los términos y con las facultades a que se refiere el inciso a) del artículo 53 de estos Estatutos. Cuando el Presidente Nacional no se encuentre en territorio nacional, ejercerá la representación del Partido el Secretario General;


(…)”. 


“Artículo 53


Son facultades y deberes del Comité Ejecutivo Nacional:


a) Ejercer por medio de su Presidente o de la persona o personas que estime conveniente designar al efecto, la representación legal de Acción Nacional, en los términos de las disposiciones que regulan el mandato tanto en el Código Civil para el Distrito Federal en materia común y para toda la República en materia Federal, en la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y Ley Federal del Trabajo. En consecuencia, el Presidente gozará de todas las facultades generales y aun las que requieran cláusula especial conforme a la Ley, para pleitos y cobranzas, actos de administración, actos de dominio y para suscribir títulos de crédito. Las disposiciones de tales ordenamientos legales se tienen aquí por reproducidos como si se insertaran a la letra, así como los relativos de la legislación electoral vigente:


(…)”. 


� “Artículo 19. Las controversias constitucionales son improcedentes:


(…).


VIII. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de esta ley.


(…)”.


“Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente.


En materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los días son hábiles”.


� “Artículo 59. En las acciones de inconstitucionalidad se aplicarán en todo aquello que no se encuentre previsto en este Título, en lo conducente, las disposiciones contenidas en el Título II”.


� Resuelta en sesión de ocho de septiembre de dos mil veinte, bajo la Ponencia de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández.


� Particularmente relacionada con la no separación del cargo para participar en la reelección continua de ciertos cargos de elección popular en el ámbito local.


� “Artículo 19. Las controversias constitucionales son improcedentes:


(…).


III. Contra normas generales o actos que sean materia de una controversia pendiente de resolver, siempre que exista identidad de partes, normas generales o actos y conceptos de invalidez;


(…)”.


� Reproducido en la nota de pie de página número 9 de esta ejecutoria.


� “Artículo 65. En las acciones de inconstitucionalidad, el ministro instructor de acuerdo al artículo 25, podrá aplicar las causales de improcedencia establecidas en el artículo 19 de esta ley, con excepción de su fracción II respecto de leyes electorales, así como las causales de sobreseimiento a que se refieren las fracciones II y III del artículo 20.


La (sic) causales previstas en las fracciones III y IV del artículo 19 sólo podrán aplicarse cuando los supuestos contemplados en éstas se presenten respecto de otra acción de inconstitucionalidad”.


� Bajo la Ponencia del Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, en sesión de doce de noviembre de dos mil veinte.


� Los preceptos impugnados previo a su reforma, establecían lo siguiente:


“Artículo 42. Los Partidos Políticos tienen derecho a recibir, para desarrollar sus actividades, financiamiento público que se distribuirá de manera equitativa, conforme a lo establecido en los artículos 41, Base II de la Constitución y 5 apartado A de la Constitución del Estado.


El financiamiento público deberá prevalecer sobre otros tipos de financiamiento y será destinado para el sostenimiento de actividades ordinarias permanentes, gastos de procesos electorales y para actividades específicas como entidades de interés público”.


“Artículo 43. Los partidos políticos nacionales y locales tendrán derecho al financiamiento público de sus actividades, estructura, sueldos y salarios, independientemente de las demás prerrogativas otorgadas en esta Ley, conforme lo dispone la Ley General, en base a las disposiciones siguientes:


I. Para el sostenimiento de actividades ordinarias permanentes:


a) El Consejo General del Instituto Estatal, determinará anualmente el monto total por distribuir entre los partidos políticos conforme a lo siguiente: multiplicará el número total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral local, a la fecha de corte de julio de cada año, por el sesenta y cinco por ciento del valor diario de la Unidad de Medida y Actualización Vigente;


(…)”.


� De la Ponencia del Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, sesión de cinco de septiembre de dos mil diecinueve.


� Fallada el quince de junio de dos mil quince, por unanimidad de diez votos.


� Sesión de veintisiete de octubre de dos mil dieciséis, por mayoría de nueve votos.


� Fallada el cinco de enero de dos mil diecisiete, por unanimidad de diez votos.


� Resuelta el veintiocho de agosto de dos mil diecisiete, por mayoría de siete votos.


� Sesión de veintinueve de agosto de dos mil diecisiete, por unanimidad de once votos.


� Fallada el veintiocho de septiembre de dos mil diecisiete, por unanimidad de ocho votos.


� “Artículo 41. El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la Unión, en los casos 


del Poder Ejecutivo Federal y sus equivalentes en las entidades federativas. En la integración de los organismos autónomos se observará el mismo principio.


La renovación de los poderes Legislativo y Ejecutivo se realizará mediante elecciones libres, auténticas y periódicas, conforme a las siguientes bases:


(…).


II. La ley garantizará que los partidos políticos nacionales cuenten de manera equitativa con elementos para llevar a cabo sus actividades y señalará las reglas a que se sujetará el financiamiento de los propios partidos y sus campañas electorales, debiendo garantizar que los recursos públicos prevalezcan sobre los de origen privado.


El financiamiento público para los partidos políticos que mantengan su registro después de cada elección, se compondrá de las ministraciones destinadas al sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes, las tendientes a la obtención del voto durante los procesos electorales y las de carácter específico. Se otorgará conforme a lo siguiente y a lo que disponga la ley:


a) El financiamiento público para el sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes se fijará anualmente, multiplicando el número total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral por el sesenta y cinco por ciento del valor diario de la Unidad de Medida y Actualización. El treinta por ciento de la cantidad que resulte de acuerdo a lo señalado anteriormente, se distribuirá entre los partidos políticos en forma igualitaria y el setenta por ciento restante de acuerdo con el porcentaje de votos que hubieren obtenido en la elección de diputados inmediata anterior.


b) El financiamiento público para las actividades tendientes a la obtención del voto durante el año en que se elijan Presidente de la República, senadores y diputados federales, equivaldrá al cincuenta por ciento del financiamiento público que le corresponda a cada partido político por actividades ordinarias en ese mismo año; cuando sólo se elijan diputados federales, equivaldrá al treinta por ciento de dicho financiamiento por actividades ordinarias.


c) El financiamiento público por actividades específicas, relativas a la educación, capacitación, investigación socioeconómica y política, así como a las tareas editoriales, equivaldrá al tres por ciento del monto total del financiamiento público que corresponda en cada año por actividades ordinarias. El treinta por ciento de la cantidad que resulte de acuerdo a lo señalado anteriormente, se distribuirá entre los partidos políticos en forma igualitaria y el setenta por ciento restante de acuerdo con el porcentaje de votos que hubieren obtenido en la elección de diputados inmediata anterior.


La ley fijará los límites a las erogaciones en los procesos internos de selección de candidatos y en las campañas electorales. La propia ley establecerá el monto máximo que tendrán las aportaciones de sus militantes y simpatizantes; ordenará los procedimientos para el control, fiscalización oportuna y vigilancia, durante la campaña, del origen y uso de todos los recursos con que cuenten; asimismo, dispondrá las sanciones que deban imponerse por el incumplimiento de estas disposiciones.


De igual manera, la ley establecerá el procedimiento para la liquidación de las obligaciones de los partidos que pierdan su registro y los supuestos en los que sus bienes y remanentes serán adjudicados a la Federación. (…)”.


� “Artículo 116. El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo.


Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas:


(…).


IV. De conformidad con las bases establecidas en esta Constitución y las leyes generales en la materia, las Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral, garantizarán que:


(…).


g) Los partidos políticos reciban, en forma equitativa, financiamiento público para sus actividades ordinarias permanentes y las tendientes a la obtención del voto durante los procesos electorales. Del mismo modo se establezca el procedimiento para la liquidación de los partidos que pierdan su registro y el destino de sus bienes y remanentes;


(…)”.


� “Artículo 73. El Congreso tiene facultad:


(…).


XXIX-U. Para expedir las leyes generales que distribuyan competencias entre la Federación y las entidades federativas en materias de partidos políticos; organismos electorales, y procesos electorales, conforme a las bases previstas en esta Constitución.


(…)”.


� La Ley General de Partidos Políticos prevé: 


“Artículo 1.


1. La presente Ley es de orden público y de observancia general en el territorio nacional, y tiene por objeto regular las disposiciones constitucionales aplicables a los partidos políticos nacionales y locales, así como distribuir competencias entre la Federación y las entidades federativas en materia de: (…)”.


“Artículo 23.


1. Son derechos de los partidos políticos: (…).


d) Acceder a las prerrogativas y recibir el financiamiento público en los términos del artículo 41 de la Constitución, esta Ley y demás leyes federales o locales aplicables.


En las entidades federativas donde exista financiamiento local para los partidos políticos nacionales que participen en las elecciones locales de la entidad, las leyes locales no podrán establecer limitaciones a dicho financiamiento, ni reducirlo por el financiamiento que reciban de sus dirigencias nacionales; (…)”.


“Artículo 26.


1. Son prerrogativas de los partidos políticos: (…).


b) Participar, en los términos de esta Ley, del financiamiento público correspondiente para sus actividades; (…)”.


� “Artículo 50.


1. Los partidos políticos tienen derecho a recibir, para desarrollar sus actividades, financiamiento público que se distribuirá de manera equitativa, conforme a lo establecido en el artículo 41, Base II de la Constitución, así como lo dispuesto en las constituciones locales.


2. El financiamiento público deberá prevalecer sobre otros tipos de financiamiento y será destinado para el sostenimiento de actividades ordinarias permanentes, gastos de procesos electorales y para actividades específicas como entidades de interés público”.


� “Artículo 51.


1. Los partidos políticos tendrán derecho al financiamiento público de sus actividades, estructura, sueldos y salarios, independientemente de las demás prerrogativas otorgadas en esta Ley, conforme a las disposiciones siguientes:


a) Para el sostenimiento de actividades ordinarias permanentes:


I. El Consejo General, en el caso de los partidos políticos nacionales, o el Organismo Público Local, tratándose de partidos políticos locales, determinará anualmente el monto total por distribuir entre los partidos políticos conforme a lo siguiente: multiplicará el número total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral federal o local, según sea el caso, a la fecha de corte de julio de cada año, por el sesenta y cinco por ciento del salario mínimo diario vigente para el Distrito Federal, para los partidos políticos nacionales, o el salario mínimo de la región en la cual se encuentre la entidad federativa, para el caso de los partidos políticos locales;


II. El resultado de la operación señalada en el inciso anterior constituye el financiamiento público anual a los partidos políticos por sus actividades ordinarias permanentes y se distribuirá en la forma que establece el inciso a), de la Base II, del artículo 41 de la Constitución;


III. Las cantidades que, en su caso, se determinen para cada partido, serán entregadas en ministraciones mensuales conforme al calendario presupuestal que se apruebe anualmente;


IV. Cada partido político deberá destinar anualmente por lo menos el dos por ciento del financiamiento público que reciba para el desarrollo de las actividades específicas, a que se refiere el inciso c) de este artículo, y


V. Para la capacitación, promoción y el desarrollo del liderazgo político de las mujeres, cada partido político deberá destinar anualmente, el tres por ciento del financiamiento público ordinario.


b) Para gastos de Campaña:


I. En el año de la elección en que se renueven el Poder Ejecutivo federal o local y las dos Cámaras del Congreso de la Unión o la Cámara de alguna entidad federativa, a cada partido político nacional o local, en su caso, se le otorgará para gastos de campaña un monto equivalente al cincuenta por ciento del financiamiento público que para el sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes le corresponda en ese año;


II. En el año de la elección en que se renueve solamente la Cámara de Diputados federal o los Congresos de las entidades federativas, a cada partido político nacional o local, respectivamente, se le otorgará para gastos de campaña un monto equivalente al treinta por ciento del financiamiento público que para el sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes le corresponda en ese año, y


III. El financiamiento de campaña será administrado en su totalidad por los partidos políticos; estableciendo el prorrateo conforme lo previsto en esta Ley; teniendo que informarlas a la Comisión de Fiscalización diez días antes del inicio de la campaña electoral, la cual lo hará del conocimiento del Consejo General del Instituto en la siguiente sesión, sin que dichos porcentajes de prorrateo puedan ser modificados.


c) Por actividades específicas como entidades de interés público:


I. La educación y capacitación política, investigación socioeconómica y política, así como las tareas editoriales de los partidos políticos nacionales, serán apoyadas mediante financiamiento público por un monto total anual equivalente al tres por ciento del que corresponda en el mismo año para las actividades ordinarias a que se refiere el inciso a) de este artículo; el monto total será distribuido en los términos establecidos en la fracción II del inciso antes citado;


II. El Consejo General, a través de la Unidad Técnica, vigilará que éstos destinen el financiamiento a que se refiere el presente inciso exclusivamente a las actividades señaladas en la fracción inmediata anterior, y


III. Las cantidades que en su caso se determinen para cada partido, serán entregadas en ministraciones mensuales conforme al calendario presupuestal que se apruebe anualmente.


2. Los partidos políticos que hubieren obtenido su registro con fecha posterior a la última elección, o aquellos que habiendo conservado registro legal no cuenten con representación en alguna de las Cámaras del Congreso de la Unión o en el Congreso local, por lo que hace a los partidos locales, tendrán derecho a que se les otorgue financiamiento público conforme a las bases siguientes:


a) Se le otorgará a cada partido político el dos por ciento del monto que por financiamiento total les corresponda a los partidos políticos para el sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes a que se refiere este artículo, así como, en el año de la elección de que se trate, el financiamiento para gastos de campaña que corresponda con base en lo dispuesto por el inciso b) del párrafo 1 del presente artículo, y


b) Participarán del financiamiento público para actividades específicas como entidades de interés público sólo en la parte que se distribuya en forma igualitaria.


3. Las cantidades a que se refiere el inciso a) del párrafo anterior serán entregadas en la parte proporcional que corresponda a la anualidad, a partir de la fecha en que surta efectos el registro y tomando en cuenta el calendario presupuestal aprobado para el año”.


� Conforme al artículo Tercero Transitorio de la reforma constitucional de veintisiete de enero de dos mil dieciséis, que a la letra dice: “Tercero.- A la fecha de entrada en vigor del presente Decreto, todas las menciones al salario mínimo como unidad de cuenta, índice, base, medida o referencia para determinar la cuantía de las obligaciones y supuestos previstos en las leyes federales, estatales, del Distrito Federal, así como en cualquier disposición jurídica que emane de todas las anteriores, se entenderán referidas a la Unidad de Medida y Actualización”.


� “Artículo 52.


1. Para que un partido político nacional cuente con recursos públicos locales deberá haber obtenido el tres por ciento de la votación válida emitida en el proceso electoral local anterior en la entidad federativa de que se trate.


2. Las reglas que determinen el financiamiento local de los partidos que cumplan con lo previsto en el párrafo anterior se establecerán en las legislaciones locales respectivas”.


� Resuelta bajo la Ponencia del Ministro José Ramón Cossío Díaz, el quince de octubre de dos mil quince, por unanimidad de votos. 


� Ponencia del Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, en sesión de veintinueve de septiembre de dos mil veinte. El segmento a que nos referimos es el siguiente: 


“(…).


Son fundados dichos planteamientos, pues el artículo 13, fracción IV, inciso a de la Constitución de Jalisco, establece porcentajes distintos a los previstos en el artículo 51, punto 1 inciso a), de la Ley General de Partidos Políticos para el otorgamiento del financiamiento público ordinario anual para partidos políticos locales, pues dispone que este se fijará anualmente multiplicando el número total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral por el veinte por ciento (20%) del valor diario de la Unidad de Medida y Actualización (UMA); mientras el citado precepto de la Ley General prevé que tal financiamiento se fijará multiplicando el número total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral federal o local, según sea el caso, a la fecha de corte de julio de cada año, por el sesenta y cinco por ciento de la UMA, para el caso de los partidos políticos locales. 


En ese sentido, dada la distinción entre los parámetros establecidos en la Ley General los establecidos en la norma impugnada, resulta inconstitucional dicha porción normativa, en tanto que el primer párrafo de la fracción IV del artículo 116 de la Constitución Federal establece que las constituciones y las leyes locales deben adecuarse a las bases establecidas en la propia Norma Fundamental y las leyes generales en la materia.


(…)”. (se ajustará en engrose).


� “Artículo 1. Esta Ley es de orden público e interés social. Tiene por objeto regular y normar las medidas de austeridad que deberá observar el ejercicio del gasto público federal y coadyuvar a que los recursos económicos de que se dispongan se administren con eficacia, eficiencia, economía, transparencia y honradez, conforme lo establece el artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Sus disposiciones son aplicables a todas las dependencias, entidades, organismos y demás entes que integran la Administración Pública Federal.


Los Poderes Legislativo y Judicial, así como los órganos constitucionales autónomos tomarán las acciones necesarias para dar cumplimiento a la presente Ley, de acuerdo con la normatividad aplicable a cada uno de ellos, cuando se les asignen recursos del Presupuesto de Egresos de la Federación”. 


� Sobre el particular resultan aplicables las tesis cuyo rubro y datos de localización son los siguientes: “FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS DE AUTORIDAD LEGISLATIVA”. (Apéndice de 1995, Séptima Época, Pleno, jurisprudencia, tomo I, Parte SCJN, tesis 146, página 149, registro digital 389599).


“FINES EXTRAFISCALES. NO NECESARIAMENTE DERIVAN DE LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS DE LA LEY CORRESPONDIENTE O DEL PROCESO LEGISLATIVO QUE LE DIO ORIGEN, SINO QUE PUEDEN DEDUCIRSE DEL PRECEPTO QUE LOS ESTABLEZCA”. (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, tomo XXVI, diciembre de 2007, P. XXXIII/2007, página 20, registro digital 170741).


� Sesión de veinticinco de agosto de dos mil dieciséis.


� Sesión del veintiuno de agosto de dos mil diecisiete.


� Sesión del veinticuatro de agosto de dos mil diecisiete.


� Sesión de veinticuatro de agosto de dos mil diecisiete. 


� Sesión de veintinueve de agosto de dos mil diecisiete. 


� Esto claramente se desprende del Dictamen de la Cámara de Origen de la reforma constitucional mencionada, de donde se lee lo siguiente: “(…) la reelección inmediata o elección consecutiva de legisladores trae aparejadas ventajas, como son: tener un vínculo más estrecho con los electores, ya que serán estos los que ratifiquen mediante su voto, a los servidores públicos en su cargo, y ello abonará a la rendición de cuentas y fomentará las relaciones de confianza entre representantes y representados, y profesionalizará la carrera de los legisladores, para contar con representantes mayormente calificados para desempeñar sus facultades, a fin de propiciar un mejor quehacer legislativo en beneficio del país; lo que puede propiciar un mejor entorno para la construcción de acuerdos”. 


� “Artículo 35. Son derechos de la ciudadanía:


(…).


II. Poder ser votada en condiciones de paridad para todos los cargos de elección popular, teniendo las calidades que establezca la ley. El derecho de solicitar el registro de candidatos y candidatas ante la autoridad electoral corresponde a los partidos políticos, así como a los ciudadanos y las ciudadanas que soliciten su registro de manera independiente y cumplan con los requisitos, condiciones y términos que determine la legislación;


(…)”. 


“Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las bases siguientes:


I. Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa, integrado por un Presidente o Presidenta Municipal y el número de regidurías y sindicaturas que la ley determine, de conformidad con el principio de paridad. La competencia que esta Constitución otorga al gobierno municipal se ejercerá por el Ayuntamiento de manera exclusiva y no habrá autoridad intermedia alguna entre éste y el gobierno del Estado.


Las Constituciones de los estados deberán establecer la elección consecutiva para el mismo cargo de presidentes municipales, regidores y síndicos, por un período adicional, siempre y cuando el periodo del mandato de los ayuntamientos no sea superior a tres años. La postulación sólo podrá ser realizada por el mismo partido o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición que lo hubieren postulado, salvo que hayan renunciado o perdido su militancia antes de la mitad de su mandato.


(…)”.


“Artículo 116. El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo.


Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas:


II. El número de representantes en las legislaturas de los Estados será proporcional al de habitantes de cada uno; pero, en todo caso, no podrá ser menor de siete diputados en los Estados cuya población no llegue a 400 mil habitantes; de nueve, en aquellos cuya población exceda de este número y no llegue a 800 mil habitantes, y de 11 en los Estados cuya población sea superior a esta última cifra.


(…)”.





